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1. Introducción 

 
     Desde hace más de cuatro décadas Colombia ha enfrentado el problema de la producción 

y el tráfico de drogas ilícitas luego de reconocerse que en el territorio nacional se producían, 

en cantidades considerables, las tres drogas ilegales derivadas de plantas naturales, 

conocidas como: marihuana, heroína, y cocaína (Thoumi, 2002). Ser un país productor de 

materia prima de drogas ilícitas, ha supuesto para Colombia su inmersión en la denominada 

guerra contra las drogas, lo cual ha implicado para la institucionalidad innumerables 

esfuerzos destinados a contrarrestar la producción de drogas, implementando políticas 

públicas antinarcóticos acordes con la política foránea. 

 
     La participación de Colombia en el mercado internacional de drogas ilegales tuvo lugar a 

finales de los años sesenta, cuando se convirtió en un país productor y exportador de 

marihuana, planta que se cultivaba en la Sierra Nevada de Santa Marta y en la Serranía del 

Perijá, siendo altamente demandada por Estados Unidos y Europa. Aunque constituía un 

negocio promisorio, el apogeo de la marihuana no perduró y fue en los años setenta cuando 

se comenzó a incursionar en el mercado ilegal de la cocaína. Este negocio produjo elevadas 

ganancias que posibilitaron rápidamente la expansión y autofinanciación, hasta el punto en 

el que para la década de los ochenta, Colombia se había convertido en un productor de coca 

relevante a nivel internacional (Thoumi, 2002).)1.  

 
     El fenómeno del narcotráfico en el país ha suscitado fuertes impactos en la estructura 

social y política, ocasionando el debilitamiento institucional, fomentando la corrupción, 

recrudeciendo la violencia y condicionando el comportamiento de la economía nacional 

(Thoumi, 2014). Paralelamente a la problemática del narcotráfico, Colombia ha tenido que 

enfrentar un conflicto armado interno que ha tenido nexos con la economía ilegal de las 

drogas ilícitas. Lo cual se ha traducido, no sólo en mayores retos para la institucionalidad y 
                                                
1 Las zonas que han estado involucradas en la producción de coca en Colombia están ubicadas, 
predominantemente, en los departamentos de:  Putumayo, Guaviare, Caquetá, Cauca, Sur de Bolívar, Meta, 
Norte de Santander y Nariño (Díaz y Sánchez, 2004). Es importante aclarar que los cultivos se han desplazado 
de un lugar a otro dentro del país, conforme a los efectos de las políticas de erradicación, pero estas son las 
zonas que han estado involucradas en este fenómeno desde el apogeo del cultivo de coca en los setentas. 
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en afectaciones a la capacidad del Estado en los territorios; sino en la agudización de la 

violencia por las disputas por el control del negocio ilegal de las drogas, la expansión de 

grupos paramilitares, el financiamiento de la insurgencia armada, y el alto nivel de 

injerencia de los Estados Unidos en la política doméstica (Uprimny, Guzmán y Parra, 2012). 

 
     Las pautas sobre las que se han ejecutado las estrategias antinarcóticos han sido dadas, 

en su mayoría, por los Estados Unidos, país con los mayores niveles de consumo de drogas.  

Los principales países andinos productores: Perú, Bolivia y Colombia, han tendido a adoptar 

el diagnóstico norteamericano, a partir del cual: el origen del problema de las drogas 

ilegales radica en la producción, y es allí hacia donde deben orientarse las medidas 

represivas (Arrieta, 1990). En este sentido, han primado las acciones -basadas en el 

prohibicionismo y la represión- tendientes a la reducción de la oferta, por medio del control 

de los cultivos de uso ilícito, siendo la erradicación forzada un elemento central (Vargas, 

1999, p.108). Los procesos de erradicación, se han complementado a través de la 

interdicción, el endurecimiento de los sistemas judiciales y penitenciarios, y, en menor 

medida, de la sustitución de cultivos ilícitos.  

 
     Colombia, bajo los preceptos de la comunidad internacional, ha implementado la 

erradicación de cultivos ilícitos sin haber alcanzado el debilitamiento real de la economía 

ilegal de las drogas2. Pese a la aplicación de las acciones antinarcóticos, el narcotráfico se ha 

mantenido, e incluso ha llegado a diversificarse y a adaptarse a las condiciones de la 

globalización de la economía. Por esta razón, se presume que la tradicional guerra contra las 

drogas ha sido insuficiente para enfrentar esta problemática de carácter mundial, e incluso 

se ha llegado a afirmar que esta guerra ha fracasado, siendo necesaria la búsqueda de 

alternativas y el cambio de paradigma frente al tratamiento del narcotráfico (Ramírez, 

2017). 

 
     La estrategia perteneciente a la lucha contra las drogas sobre la que se han depositado 

menores esfuerzos institucionales en Colombia, ha sido la sustitución de cultivos ilícitos. 

                                                
2 Eso se ha sumado a que en el país la erradicación ha incidido en la afectación del medio ambiente y de las 
comunidades que habitan las zonas con presencia de cultivos ilícitos. 
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Esta última es la menos represiva de las estrategias antinarcóticos y es, también, la que 

menos atención ha recibido en el escenario nacional, ocupando un lugar secundario frente al 

peso de las estrategias de erradicación e interdicción. No obstante, en el marco de la 

presidencia de Juan Manuel Santos,  se inclinó la mirada hacia la sustitución de cultivos y se 

planteó la adopción de esta estrategia como eje central en el tratamiento de los cultivos 

ilícitos en Colombia. Esto ocurrió luego de aceptar que, tras décadas de privilegiar las 

acciones represivas, no se ha contado con resultados contundentes y sostenibles que 

impacten verdaderamente el negocio ilegal de las drogas. En esa dirección, la sustitución de 

cultivos ilícitos, por primera vez, tomó un lugar relevante en la agenda política nacional, y 

aunque programas destinados a sustituir cultivos ilícitos ya habían sido implementados en 

Colombia desde los años ochenta, en esta ocasión la sustitución de cultivos fue concebida 

como una herramienta adecuada para propiciar el cambio de enfoque que requiere la política 

antinarcóticos. 

 
     Partiendo de esto, el presente trabajo de investigación plantea una aproximación a la 

política de sustitución de cultivos ilícitos en el país, a fin de conocer su evolución y la forma 

en la que llega a tomar protagonismo en el gobierno de Juan Manuel Santos, para postularse 

como la estrategia que podría acompañar el cambio necesario de la guerra contra las drogas. 

De esta forma, se establece la siguiente pregunta de investigación: ¿Cómo ha sido la 

evolución y el redireccionamiento de la sustitución de cultivos ilícitos en Colombia en el 

marco de la guerra contra las drogas? 

 
     Para dar respuesta a la pregunta, esta investigación girará en torno al objetivo general de 

analizar la evolución y el redireccionamiento de la sustitución de cultivos ilícitos en 

Colombia a la luz de la guerra contra las drogas, contemplando también los siguientes 

objetivos específicos: 

1. Explicar la guerra contra las drogas y la forma en que Colombia se ve inmersa en 
esta dinámica mundial. 

2. Reconocer desde qué marco analítico se abordan las políticas de sustitución de 
cultivos ilícitos. 

3. Identificar la evolución de la sustitución de los cultivos ilícitos en Colombia. 
4. Analizar el redireccionamiento de la sustitución de cultivos ilícitos en Colombia. 
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     El reconocimiento de la evolución y el redireccionamiento de la sustitución de cultivos 

ilícitos en el país, como está planteado en el presente trabajo de investigación, 

académicamente cobra sentido en la medida en que contribuye: primero, a establecer una 

relación entre la dinámica internacional de la guerra contra las drogas y la manera en que se 

ha implementado en los territorios de Colombia con presencia de cultivos ilícitos; segundo, 

a comprender la ruralidad colombiana en su conjunto, al abordar problemas estructurales 

como: la crisis del sector agrario y el permanente problema de la tierra, el conflicto armado,  

el narcotráfico, y la presencia diferenciada del Estado en los territorios; tercero, a reconocer 

continuidades y discontinuidades con las que ha contado la sustitución de cultivos ilícitos 

por cuenta del análisis cronológico de su evolución; cuarto, a identificar si el tema de la 

sustitución de cultivos ilícitos ha correspondido a una política de Estado o de gobierno; 

quinto, a analizar la reorientación de la política de drogas ilícitas que pretendió el último 

gobierno; y por último, a la formulación de soluciones futuras partiendo del reconocimiento 

de las lecciones aprendidas de los anteriores gobiernos.  

 
     Para llevar a cabo esta investigación, se hará uso de una metodología de carácter 

cualitativo, de naturaleza descriptiva, explicativa y analítica, atendiendo a un repaso 

cronológico por las diferentes políticas de sustitución de cultivos ilícitos, y a una revisión y 

análisis documental. Para esto, será necesario emplear fuentes documentales primarias 

como: entrevistas semiestructuradas a funcionarios de instituciones nacionales3, 

documentación oficial (documentos CONPES, decretos, resoluciones, informes de los 

gobiernos y de la ONU), artículos de prensa y tesis de grado con temáticas afines. Además, 

se utilizarán fuentes secundarias como: libros referentes al tema del narcotráfico en 

Colombia y artículos de revistas académicas. 

 
     Ahora bien, conviene señalar que en la literatura referente a la reorientación de la política 

de drogas ilícitas se destacan los casos de Tailandia y Bolivia, como experiencias exitosas 

                                                
3 Claudia Paola Salcedo, ex directora para la Sustitución de Cultivos Ilícitos de la Presidencia de la República; 
Eduardo Díaz, ex director del PNIS; María del Pilar Barbosa,  subdirectora de participación de la Agencia de 
Renovación del Territorio; y Pablo Barriga y Jorge Martin, funcionarios de la Agencia de Renovación del 
Territorio. Las entrevistas realizadas se encuentran en los anexos de este documento. 
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de cambio de paradigma frente a las drogas ilegales. Vanda Felbab-Brown (2017) 

argumenta que el modelo tailandés es un ejemplo de cómo reducir cultivos ilícitos mediante 

programas integrales de medios de subsistencia alternativos. En Tailandia alrededor de los 

años setenta se trabajó bajo la premisa de que no se puede derrotar la insurgencia, sin antes 

suspender las políticas punitivas de supresión de los cultivos ilícitos. El éxito de la política 

tailandesa4 radicó en que la erradicación se suspendió durante algunos años del posconflicto, 

mientras que se ponían en marcha programas de medios de subsistencia alternativos en las 

zonas cultivadas. La suspensión de la erradicación tuvo lugar hasta que generaron ingresos 

para los cultivadores todas aquellas estrategias de medios alternativos de subsistencia, las 

cuales se centraron no sólo en desarrollo rural integral, sino en capital humano, política de 

minorías étnicas cultivadoras, titulación de la propiedad y reducción de la marginación 

social (Felbab-Brown, 2017). 

 
     Por su parte, Jörg Stippel y Juan Enrique Serrano (2017) aseguran que en Bolivia la 

política antidrogas ha transitado desde el paradigma del prohibicionismo y de la “guerra 

total” contra las drogas, hacia la regulación y la despenalización, desde que la lucha para la 

legalización de la hoja de coca se convirtió en un asunto de identidad y de soberanía 

nacional. En Bolivia el gobierno transformó el discurso sobre drogas, poniendo el énfasis en 

la prevención y consolidando una nueva institucionalidad especializada en la regulación del 

cultivo. Este país se propuso poner fin a las políticas impuestas desde el extranjero y 

nacionalizar la lucha contra el narcotráfico, implementado medidas de control social de las 

culturas, interdicción del narcotráfico y acciones de prevención (Stippel y Serrano, 2018). 
 
     Partiendo de esto, el presente trabajo se propone, entonces, mostrar el intento 

emprendido por Colombia en el redireccionamiento de la política de drogas y cultivos 

ilícitos, aun cuando no se puede determinar como una experiencia exitosa, a diferencia de 

Tailandia y Bolivia, pero sí como un intento por romper la política antinarcóticos 

prohibicionista y represiva, propia de la guerra contra las drogas. 

                                                
4 Con la cual se logró que para el 2002 Tailandia fuera declarada libre de drogas 
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2. Aproximación a la guerra contra las drogas 

     El problema de las drogas ilícitas, así como las decisiones políticas que se desprenden de 

este fenómeno, se enmarcan en las dinámicas transnacionales del narcotráfico y, por tanto, 

la formulación de soluciones a este respecto está inscrita en la denominada lucha 

internacional contra las drogas. Lo concerniente a drogas ilícitas se considera un problema 

global que cuenta con el interés y la responsabilidad de todos los Estados, por lo cual existe 

una política internacional destinada a regular, fiscalizar y sancionar tanto el tráfico como el 

uso indebido de sustancias ilícitas (Arroyave, 2018, p.111). 

 
     La guerra contra las drogas ilícitas es el término que se ha utilizado para describir los 

esfuerzos de los gobiernos al hacer cumplir las leyes de drogas en sus países (Tokatlian, 

2011, p. 107). Detrás de este concepto se encuentra la interpretación, que ha prevalecido 

históricamente en el imaginario político y social de los Estados Unidos, según la cual las 

drogas constituyen una amenaza y un peligro para la sociedad y, en consecuencia, deben 

entrar en la categoría de enemigo público contra el que se debe librar una guerra (Cepeda y 

Tickner, 2011, p. 207). La mencionada guerra contra las drogas toma fuerza como concepto 

y se declara formalmente desde la conferencia del presidente estadounidense Richard Nixon 

el 17 de junio de 1971, momento en el que declara abiertamente la lucha frontal contra esta 

problemática5(Bedoya, 2016, p.239). 

   
     La política internacional contra las drogas ilícitas ha girado en torno al prohibicionismo 

punitivo, caracterizado por la criminalización de todos los eslabones del narcotráfico 

(producción, tráfico, comercialización y consumo), privilegiando la ejecución de medidas 

militares represivas (Tokatlian, 2011). Este prohibicionismo que ha imperado en materia de 

política de drogas hace referencia, según Dangond (2015), al conjunto de políticas diseñadas 

para contrarrestar tanto la producción como el consumo de sustancias psicotrópicas, sumado 

a la persecución de los delitos que se consideren conexos al narcotráfico. En términos 

generales, las estrategias que se han ejecutado para contrarrestar el problema del 

                                                
5 Llegando a crear la DEA (Drug Enforcement Administration) en 1973 (Bedoya, 2016, p.239) 
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narcotráfico son la interdicción, la erradicación, el combate a organizaciones vinculadas al 

tráfico en países productores y la criminalización de los consumidores (Cepeda, 2018,137).  

 
     A nivel internacional, especialmente en los siglos XIX y XX, se han venido 

desarrollando regímenes internacionales en materia de drogas. En la actualidad el régimen 

vigente está compuesto por tres tratados de la ONU: la Convención Única sobre 

Estupefacientes de 1961, enmendada por el Protocolo de 1972; el Convenio sobre 

Sustancias Psicotrópicas de 1971; y la Convención Contra el Tráfico Ilícito de 

Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988 (Arroyave, 2018, p.114). 

 
     Desde que se estableció el control de narcóticos dentro del derecho internacional con la 

Convención del Opio de 1912, ha sido Estados Unidos el actor dominante para la definición 

y fiscalización de políticas de drogas ilícitas a nivel mundial. Este país ha sido el 

abanderado de la lucha contra las drogas y para esto ha empleado las convenciones 

internacionales como una herramienta para controlar a países productores y de tránsito 

(Ramírez, 2017, p.330). A su vez, desde la aproximación que hace Estados Unidos, la 

responsabilidad detrás del fenómeno del narcotráfico es de carácter exógeno a su sociedad e 

instituciones, recayendo específicamente sobre países productores y grupos dentro del país 

considerados como indeseables. Razón por la cual el asunto de las drogas ilícitas se ha 

constituido como una amenaza a la seguridad nacional de ese país (Cepeda, 2018, p.137). 

2.1.  Papel de Colombia en la guerra contra las drogas 

 
     En Colombia el inicio de la era de la criminalización y el prohibicionismo frente a la 

producción, el consumo y el tráfico de drogas ilícitas tuvo lugar durante la administración 

del presidente Misael Pastrana Borrero (1970-1974), cuando se expidió el Estatuto Nacional 

de Estupefacientes y se firmaron convenios con organismos multilaterales tales como la 

Convención Única sobre Estupefacientes de 1961 y el Acuerdo Suramericano sobre 

Estupefacientes de 1973 (Dangond, 2015, p. 253). 
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     En la segunda mitad de la década de los 70, durante el gobierno de Alfonso López 

Michelsen (1974-1978), se formaron organizaciones criminales que administraban el 

negocio y el tráfico de drogas ilegales, haciendo cada vez más complejo el enfrentamiento 

de esta problemática. Posteriormente, en la administración de Julio César Turbay (1978-

1982) inició la presión estadounidense para la utilización de químicos en la erradicación de 

cultivos de marihuana, dado que en 1978 Colombia constituía el primer productor y 

exportador de marihuana a Estados Unidos. Durante este periodo se realizaron fumigaciones 

exploratorias del químico paraquat, pero el gobierno colombiano se negó a comenzar un 

programa de fumigación con herbicidas, pese a la reiterada insistencia norteamericana 

(Tokatlian, 1998, p. 44). 

 
     Fue en el año 1984 –periodo presidencial de Belisario Betancur (1982-1986)– cuando el 

gobierno colombiano cedió ante las presiones provenientes de Washington (periodo 

presidencial de Ronald Reagan 1981-1989) referente al uso de químicos para la erradicación 

de cultivos, la aplicación de la extradición de nacionales a Estados Unidos y la 

militarización de la lucha antinarcóticos6 (Tokatlian, 1998, p. 45). 

 
     Durante el periodo presidencial de Virgilio Barco (1986-1990) la situación referente a la 

problemática de las drogas ilícitas se agudizó porque los ingresos al país por parte del 

negocio de la cocaína crecieron sin ningún tipo de control, las instituciones del Estado se 

vieron cooptadas, los agentes del narcotráfico incrementaron sus inversiones urbanas y 

rurales, y se recrudeció la violencia asociada a este fenómeno. En lo concerniente a la 

erradicación de cultivos, durante este periodo tuvo lugar la disminución de esta práctica7 y 

se hizo especial énfasis en una mayor participación de las Fuerzas Armadas y en la 

aplicación de la extradición (Tokatlian, 1998, p. 48-49). 

                                                
6 El 14 de mayo de 1984 el Consejo Nacional de Estupefacientes aprobó la ejecución de procesos de 
erradicación, y el 22 de mayo del mismo año se aprobó la erradicación mediante el uso de herbicidas. La 
sustancia utilizada para la aspersión aérea fue el glifosato y la zona objetivo inicial fue la Sierra Nevada de 
Santa Marta, con el fin de combatir el cultivo de marihuana. Con el tiempo se empezó a utilizar este 
mecanismo para fumigar cultivos de coca y de amapola (Tokatlian, 1998, p. 46). 
7 Como resultado, por un lado, de informes técnicos que revelaban los efectos negativos de los herbicidas y, 
por el otro, de los continuos reclamos de la población proveniente de los lugares donde se llevaban a cabo los 
procesos de erradicación (Tokatlian, 1998, p. 48-49). 
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     Posterior a esto, bajo la presidencia de César Gaviria (1990-1994) se hizo evidente que la 

experiencia de erradicación prohibicionista y de corte militar de los gobiernos precedentes 

no mostraba resultados importantes en el enfrentamiento a las dinámicas del narcotráfico. 

Por el contrario, para esta época el negocio de las drogas se había diversificado y las 

medidas tomadas por los gobiernos no impactaron estratégicamente este negocio ilícito8 

(Tokatlian, 1998, p. 50-54). 

 
     En la siguiente administración correspondiente a Ernesto Samper (1994-1998), luego de 

ser revelado que su campaña presidencial recibió aportes del narcotráfico, se emprendió una 

gestión antinarcóticos basada en una mayor criminalización del fenómeno de las drogas y se 

llegó, incluso, a aceptar por completo la estrategia proveniente de los Estados Unidos. De 

esta forma, se adoptaron tácticas punitivas y se militarizó la lucha contra las drogas ilícitas, 

a la vez que se practicó de forma intensiva la erradicación química de cultivos, se rechazó la 

legalización como alternativa y se incrementó la criminalización de todos los eslabones del 

negocio ilegal9 (Tokatlian, 1998, p. 55-56).  

 
     Más adelante, en el gobierno del presidente Andrés Pastrana (1998-2002) como producto 

de la injerencia estadounidense en materia de política de drogas, se ejecutó el Plan 

Colombia, denominado también como un Plan para la Paz, la Prosperidad y el 

Fortalecimiento del Estado.10 Este programa aumentó tanto la aspersión aérea de glifosato 

sobre los cultivos ilícitos, como el pie de fuerza militar como estrategias de la lucha 

antidrogas (Ramírez, 2017, p 351). 

                                                
8 Durante esta administración se repitió la táctica de la fumigación con sustancias químicas, pero este proceso 
se centró en la erradicación de la amapola y, al igual que en los gobiernos anteriores, únicamente se contribuyó 
al deterioro ambiental y a resquebrajar las relaciones con la población habitante de las áreas de cultivo, sin 
llegar a afectar este negocio ilegal (Tokatlian, 1998, p. 50-54). 
9 Con esto, Colombia como país productor, procesador y de tráfico asumió los costos sociales más 
desfavorables de la lucha contra los narcóticos y, además, vio reducir su margen de maniobra frente al 
problema de las drogas, permaneciendo sujeta a las disposiciones estadounidenses (Tokatlian, 1998, p. 55-56). 
10Este plan se estableció como el marco institucional de cooperación bilateral entre los dos gobiernos para: 
primero, fortalecer las capacidades de la Fuerza Pública en la lucha contra el narcotráfico y los grupos 
armados al margen de la ley; segundo, consolidar una estrategia de protección y asistencia social para 
fortalecer las condiciones socioeconómicas de los colombianos; y tercero, acompañar procesos de Desarme, 
Desmovilización y Reinserción (DNP, 2017, p.1). 
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     Inicialmente, el Plan Colombia estaba diseñado para ejecutarse en seis años, pero su 

puesta en marcha logró extenderse a una segunda fase entre los años 2007-2010 durante el 

segundo periodo presidencial de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010). Esta etapa de 

implementación se enmarcó, según el gobierno, en el fortalecimiento de la democracia y el 

desarrollo social, por medio de la canalización de recursos en la lucha contra el terrorismo y 

el narcotráfico (DNP, 2017, p. 1). Es fundamental destacar que el gobierno de Uribe giró 

entorno a la política de la seguridad democrática, proyecto político que apostó por buscar 

una salida militar al conflicto social y político armado (Estrada, 2002). 

 
     En la perspectiva del gobierno de Uribe se articularon la intensificación de la guerra, el 

involucramiento estadounidense, la seguridad democrática y el Plan Colombia (Estrada, 

2002). Respecto a este último, se destaca que, en la práctica, se presentó como una 

manifestación de la política exterior estadounidense, más que como un mecanismo para 

solucionar la crisis interna de violencia, presencia de actores armados y debilidad 

institucional que enfrentaba el país. Por lo que su perfil humanitario y de cooperación 

internacional para la paz, se convirtió en una forma de asistencia internacional para la 

guerra (Ochoa, 2013, p. 13). Este proyecto bilateral giró en torno a la lucha contra las 

drogas, bajo la adopción de la concepción norteamericana según la cual: atacar el problema 

de los narcóticos influye en el debilitamiento de las estructuras violentas, desconociendo 

otras posibles causas generadoras de repertorios de violencia en el país. 

 
     Es evidente que Colombia, en materia de drogas ilícitas, históricamente ha  

implementado estrategias con énfasis en la reducción de la oferta, en concordancia con las 

medidas prohibicionistas punitivas estipuladas por Estados Unidos, por lo cual, a nivel 

interno ha primado el uso de la fuerza sobre los cultivos de uso ilícito y la criminalización 

de productores y usuarios, sin que haya resultados contundentes que afecten verdaderamente 

la disponibilidad de las drogas ilegales.  
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2.2. Relación entre conflicto armado y narcotráfico 

     En el marco de la guerra contra las drogas, Colombia ha tenido no sólo que contrarrestar 

el fenómeno del narcotráfico, sino también el del conflicto armado interno, lo cual ha 

supuesto unos desafíos institucionales complejos para los gobiernos de turno. Sobre la 

relación entre conflicto armado y narcotráfico en Colombia conviene aclarar que el conflicto 

armado no tuvo sus orígenes en el narcotráfico ni estuvo incentivado por la apropiación de 

rentas provenientes de la economía ilegal de las drogas (Uprimny, Guzmán y Parra, 2012). 

Contrariamente, el conflicto contó con otros factores desencadenantes como la exclusión y 

la intolerancia del sistema político, siendo resultado de luchas sociales que optaron por las 

armas para reivindicar las demandas que históricamente no fueron canalizadas por los 

gobiernos (Ochoa, 2013). 

     Igualmente, como lo señala Darío Fajardo (s.f.) los motores del origen y de la 

perduración del conflicto armado han estado asociados, entre otros factores -como la 

participación política- a la apropiación, el uso y la tenencia de la tierra en Colombia. 

Históricamente, las distintas modalidades de apropiación de los recursos, propiciadas por 

grupos de poder, han limitado el acceso de las comunidades más vulnerables a los mismos, 

por medio de políticas de apropiación y distribución de tierras, así como mediante el 

ejercicio sistemático de la violencia (Fajardo, s.f., p.6). 

     Las formas de apropiación monopólica y excluyente de la tierra, restringieron el 

desarrollo de la mediana y la pequeña propiedad, obligando a los campesinos a recurrir a la 

colonización y a la ampliación de la frontera agraria. Esta situación se mantuvo desde el 

siglo XIX -a falta de una reforma agraria- y con el tiempo fue adquiriendo complejidad. 

Muestra de esto es que, hacia los años setenta, los campesinos colonos despojados de la 

tierra fueron contactados por los narcotraficantes, quienes detrás de la situación de los 

campesinos más pobres vieron la oportunidad de obtener insumos para el despliegue de la 

economía ilícita de las drogas, encontrando tierras a muy bajo costo, así como mano de obra 
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barata, en condiciones de marginalidad, y en zonas con falta de control estatal11 (Fajardo, 

s.f., p.35). 

     Es fundamental recalcar que a inicios de los noventa, el colapso de los países socialistas 

ocasionó que las guerrillas tradicionales perdieran el apoyo financiero brindado por la 

Unión Soviética y Cuba, siendo suplantado por los impuestos a los cultivos de coca y 

amapola, y por la incursión de las guerrillas en el negocio del narcotráfico (Thoumi, 2005, 

p.39). Como lo afirman Ghering y Cuervo (2013): 

El narcotráfico se convirtió así en el dinamizador del conflicto en Colombia: por un lado, es 
la mayor fuente de financiación de los grupos armados, por otro lado, los grupos se disputan 
el control del territorio y los corredores estratégicos para estabilizar el poder en el negocio 
(p.2). 

     El narcotráfico ha tenido un impacto sobre el conflicto en Colombia por varias razones 

según Uprimny, Guzmán y Parra (2012): en primer lugar, ha posibilitado que las guerrillas, 

especialmente la de las FARC, encontrara una fuente de recursos para financiar su lucha 

armada; en segundo lugar, dio origen a un nuevo actor de la violencia que fueron los 

narcotraficantes, quienes terminaron en conflicto con los grupos guerrilleros; en tercera 

instancia, el narcotráfico financió la expansión de grupos paramilitares, que agudizaron la 

violencia en las regiones; en cuarto lugar, el negocio ilegal de las drogas afectó la capacidad 

del Estado colombiano; y por último, la interacción entre el narcotráfico y el conflicto 

ocasionó que Estados Unidos tuviera un alto nivel de injerencia en la política colombiana. 

                                                

11 A finales de la década de los setenta el Cartel de Cali y el Cartel de Medellín se posicionaron como las 
organizaciones al mando de la mayoría del tráfico internacional de la cocaína, financiaron campañas políticas, 
y realizaron grandes compras de tierra rural y finca raíz urbana, llegando, en la década de los ochenta, a 
impactar la economía, la política y la sociedad colombiana en su conjunto (Thoumi, 2005, p. 38). Hacia los 
noventa, el gobierno colombiano emprendió una guerra contra los carteles, a partir de la cual se dieron 
importantes capturas, extradiciones (como la de los Rodríguez Orejuela) y muertes de los jefes de los carteles 
de la droga (como la de Pablo Escobar). De esta manera, tuvo lugar en Colombia la desintegración de los dos 
grandes carteles al mando del narcotráfico, pero esto no implicó el fin de esta problemática, en tanto el 
negocio ilegal de las drogas se reestructuró rápidamente, quedando al mando nuevas estructuras criminales, 
grupos paramilitares y la insurgencia armada (Dangond, 2015). 
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     Resulta importante aclarar, por un lado, que en Colombia el narcotráfico no desató el 

conflicto armado, pero sí llegó a influir en su prolongación y recrudecimiento; y por el otro, 

que las causas estructurales de los cultivos ilícitos en el país responden a la pobreza rural, a 

la falta de acceso, uso y formalización de la tierra y de acceso a mercados, y a la 

incapacidad estatal de proveer bienes y servicios a sectores de la ruralidad colombiana 

(Dejusticia et al, 2018, p.2). Con esto es posible afirmar que los cultivos ilícitos son una 

muestra más de la crisis del sector agrario en Colombia, crisis que, además, está asociada 

con los orígenes del conflicto armado en el país. 

     Adicional a esto, respecto al narcotráfico y al conflicto debe señalarse que ambas 

dinámicas han respondido al desequilibrio en las capacidades institucionales del Estado, lo 

cual ha posibilitado la existencia de regiones con vacíos y débil presencia institucional. 

Dicha situación ha estado vinculada, también, a la ocupación descontrolada del territorio 

nacional y a procesos de colonización, cuyo origen no es más que la pobreza y la 

inseguridad. Igualmente, las complejas características geográficas del territorio nacional han 

constituido un factor determinante para la exclusión y para las desigualdades territoriales. 

Estas condiciones han propiciado el crecimiento de organizaciones que han asumido el 

control ilegal del territorio mediante la violencia armada y organizada, en ocasiones para 

desafiar a la institucionalidad (como es el caso de las guerrillas en su origen), y otras veces, 

para desarrollar actividades económicas ilegales, como lo son los cultivos ilícitos (DPCI, 

2012, p.9). 

     Ahora bien, vale la pena reconocer que la inserción de Colombia en la economía 

internacional del narcotráfico ha constituido un factor destacado en la profundización del 

conflicto social y armado, no sólo por la violencia ocasionada en las disputas por el control 

del territorio por parte de los grupos guerrilleros, paramilitares y por las estructuras del 

crimen organizado, sino también por las medidas adelantadas por el gobierno en la 

implementación de la lucha contra las drogas. La mayor parte de la población cultivadora no 

ha contado con otras alternativas de subsistencia, y ha sido constantemente víctima de la 

represión del Estado, con sus pretensiones de erradicar los cultivos ilegales, y de manera 

simultánea, de la violencia de actores criminales inmersos en la producción y tráfico de 
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drogas (Dejusticia et al, 2018, p.2). Como lo mencionan Uprimny, Guzmán y Parra (2012), 

los problemas asociados a las drogas ilícitas se derivan, también, de las políticas que se han 

desarrollado para enfrentarlas a nivel internacional y local, por ejemplo a nivel interno se ha 

desatado el desplazamiento de población por cuenta de las aspersiones aéreas con 

herbicidas, sumado también al desplazamiento generado por cuenta de las disputas 

territoriales de los grupos armados. Por lo tanto, se requiere que las políticas dominantes de 

corte prohibicionista y represivo sean modificadas, para que el conflicto no se siga 

alimentando y la población cultivadora deje de ser victimizada.  

2.3. Hacia un giro en el enfoque del tratamiento contra las drogas ilícitas  

     Luego de cuarenta años de haber emprendido acciones tendientes al prohibicionismo, la 

criminalización y la represión, recientemente la guerra contra las drogas ha sido puesta en 

cuestión por sus escasos resultados. Como lo menciona el documento Guerra a las drogas: 

Informe de la Comisión Global de Política de Drogas (2011), la guerra global contra este 

fenómeno ha fracasado en la reducción eficaz de la oferta y el consumo de drogas ilícitas, 

ocasionando devastadoras consecuencias sociales.  

 
     Tras la puesta en marcha de la política antinarcóticos, los mayores costos han recaído 

sobre los sectores más vulnerables: campesinos sometidos a la erradicación forzada y 

expuestos a sustancias tóxicas sobre los cultivos; y consumidores y pequeños transportistas 

encarcelados y sujetos a un sistema judicial y penitenciario impactado por el endurecimiento 

de las leyes de drogas. A esto se suman los daños ocasionados al medio ambiente y las 

vulneraciones de los derechos humanos que han estado vinculadas a la política de drogas, 

sin mencionar que estas medidas, lejos de fortalecer estados débiles, generaron dificultades 

de gobernabilidad, corrupción, delincuencia, inseguridad y violencia (Ramírez, 2017, 

p.331). Como lo menciona Tokatlian (1998), cuando se sitúa la política pública antidrogas 

en el eslabón menos decisivo de la compleja red ilegal de drogas –como en el cultivo y en el 

consumo– se están desviando los esfuerzos al área con menor incidencia real sobre la 

problemática global del narcotráfico, pero con más impactos negativos sobre la vida de 

actores en altas condiciones de vulnerabilidad.  
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     Por las razones precedentes, en América Latina ha tomado fuerza el debate alrededor de 

la necesidad de reformar el enfoque impulsado por la ONU y por los Estados Unidos, a fin 

de lograr un abordaje distinto de esta problemática. En 2011 la Comisión Global de Política 

de Drogas formuló una serie de recomendaciones para tratar el problema de las drogas 

desde otra perspectiva, dentro de estas se destacan: reemplazar la criminalización de los 

consumidores de droga por la oferta de servicios de salud; enfocar las acciones represivas en 

el crimen organizado y no en los eslabones más débiles del negocio ilegal de drogas; e 

impulsar a los gobiernos a implementar modelos de regulación legal de drogas para socavar 

el poder del crimen organizado (Castro y Triana, 2018, p.90). Estas recomendaciones han 

estado acompañadas ,también, de una serie de transformaciones importantes en el 

hemisferio americano que apuntan a un cambio de paradigma frente al problema de las 

drogas ilícitas12 (Castro y Triana, 2018, p.91). 

 
     En escenarios internacionales como la VI Cumbre de las Américas en 2012 y en la 

Sesión Especial de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre Drogas UNGASS-

2016, se tuvo en consideración la inclusión de alternativas en la política antidrogas, 

exponiendo, por un lado, la responsabilidad común con la que cuentan los Estados en el 

enfrentamiento del, cada vez más diversificado, mercado mundial de drogas ilícitas y, en 

segundo lugar, los limitados resultados que han arrojado las medidas prohibicionistas 

emprendidas desde hace cuatro décadas. 

 
     En la cumbre del 2012 el presidente Juan Manuel Santos hizo un llamado a revisar el 

tradicional enfoque de la lucha contra las drogas, convocando a la OEA a la realización de 

estudios de evaluación de la política de drogas y de alternativas con mayor efectividad. En 

ese mismo encuentro Colombia, México y Guatemala, a raíz del aumento de la criminalidad 
                                                
12 Como las reformas realizadas por Uruguay en cuanto a la legalización de la tenencia y los usos recreativos y 
medicinales de la marihuana; la política de Bolivia denominada Coca sí, cocaína no, en la que se legaliza el 
cultivo y la comercialización de la hoja de coca, pero se castiga y persigue a quienes trafican cocaína; y la 
propuesta de Guatemala, México y Colombia de incluir en el debate de las drogas ilegales un enfoque de salud 
pública y de derechos humanos. Incluso en Estados Unidos se implementó la legalización de la producción, la 
distribución y el uso recreativo de la marihuana en Washington y Colorado, y en el marco de la presidencia de 
Barack Obama (2009-2017) se intentó descriminalizar y buscar alternativas en la lucha contra las drogas 
(Castro y Triana, 2018, p.91). 
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y la violencia asociada a las drogas ilícitas en sus países, plantearon a la ONU la necesidad 

de llevar a cabo una conferencia internacional en materia de droga, la cual se terminó 

realizando cuatro años más tarde (Castro y Triana, 2018, p.95).  

 
     En abril de 2016 tuvo lugar en la Sede de las Naciones Unidas de Nueva York 

UNGASS-2016, sesión que tuvo como eje fundamental el referente de los derechos 

humanos para todas las decisiones en materia de drogas. En este escenario se hizo hincapié 

en que, si bien se han alcanzado una serie de avances, son varios los retos que recientemente 

han emergido de la problemática mundial de las drogas en lo que concierne a salud, 

seguridad y bienestar de la humanidad. De la misma forma, en este espacio se destacó el 

compromiso con el que deben contar los países para garantizar la reducción de la demanda y 

la oferta, y la importancia que conlleva la cooperación internacional13 (UNODC, 2016, p.2). 

 
     En esta sesión de la ONU se reiteró la necesidad de transitar de un enfoque 

prohibicionista hacia el ámbito de la prevención y la regulación, recalcando la pretensión de 

algunos países de cambiar de paradigma en lo que a política de drogas se refiere. No 

obstante, es importante destacar que con UNGASS 2016 no se alcanzó un consenso real 

sobre el tratamiento del problema de las drogas ilegales -países como China e Indonesia 

objetaron el cambio de paradigma- y tampoco se trazó una hoja de ruta para comenzar a 

emprender acciones reales por la transformación del asunto de las drogas. Aún así, se 

rescató el compromiso de los Estados al reconocer el tema de las drogas como una 

responsabilidad común, la inclusión del enfoque de género, el reconocimiento de la 

importancia de los derechos humanos, la necesidad de mecanismos de medición efectivos, y 

la toma de decisiones con el respaldo de investigaciones científicas (Castro y Triana, 2018, 

p. 97).  

                                                
13 Se señaló además, que el ejercicio de la política global de drogas debe estar basado en el respeto de la 
soberanía, de la integridad territorial de los Estados, de las libertades fundamentales, de la dignidad inherente a 
todas las personas y de los principios de igualdad de derechos, así como también bajo el principio de no 
intervención en los asuntos internos y respeto mutuo entre países (UNODC, 2016, p.2). 
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3. Marco conceptual: estrategias de la lucha contra las drogas, sustitución de 
cultivos en el marco del desarrollo alternativo y políticas públicas 

     En medio de la guerra contra las drogas, las estrategias sobre las que se han depositado la 

mayor parte de los esfuerzos de los gobiernos han sido las destinadas a la reducción de la 

oferta. Dentro de estas estrategias se encuentran: la erradicación; la interdicción; el 

fortalecimiento de la penalización y de los sistemas de imposición de leyes frente a las 

drogas; y la estrategia que se aborda en la presente investigación, correspondiente a la 

sustitución de cultivos. 

     La erradicación de cultivos, históricamente ha empleado cuatro técnicas: la primera, es la 

destrucción mecánica o manual de las plantas; la segunda, es la aspersión de químicos 

mediante fumigación manual o aérea; la tercera, es la quema de los cultivos; y la cuarta, es 

la utilización de medios biológicos. Las prácticas de erradicación más frecuentes han sido la 

destrucción mecánica y la aspersión aérea de sustancias químicas (Vargas, 19999, p.109). 

Con la erradicación manula, se suele obligar a los campesinos a acabar con las plantaciones 

de manera coercitiva o se suele utilizar mano de obra externa (como policías, trabajadores 

contratados o soldados) (Thoumi, 2002). Cuando se  recurre a la fumigación, esta se realiza 

con el uso de herbicidas producidos, generalmente, por industrias farmacéuticas 

transnacionales, y su uso conlleva una serie de impactos negativos tales como la afectación 

a cultivos de subsitenncia, a la salud y al medio ambiente (Olmo, 1999). 

     Por su parte, la interdicción comprende acciones enfocadas en el control de los insumos 

y de la producción de sustancias psicoactivas, por lo cual en esta estrategia se lleva a cabo: 

la incautación de sustancias químicas que puedan funcionar como precursores para la 

producción de drogas ilícitas, el desmantelamiento y destrucción de laboratorios para el 

procesamiento de drogas ilícitas; así como también se ejerce control al tráfico y distribución 

de drogas por vía aérea, marítima, fluvial y terrestre, y se realizan incautaciones de cocaína, 

heroína y demás sustancias ilegales (Observatorio de Drogas de Colombia, s.f.). 

     La estrategia destinada al fortalecimiento de la penalización y de los sistemas de 

imposición de leyes frente a las drogas está compuesta por cuatro etapas: la ocurrencia del 
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delito, la investigación, el juzgamiento y la ejecución de penas. Frente a esta estrategia es 

fundamental aclarar que en América Latina el derecho penal en materia de drogas ha dado 

como resultado altos costos fiscales, una sobrecarga de los sistemas judiciales y 

penitenciarios, así como la desproporción de la aplicación de las penas, sin ocasionar una 

reducción contundente de la demanda y oferta de drogas (FIP, DNP y Fedesarrollo, 2018). 

     Por último, es importante reconocer que en el marco de la lucha contra las drogas, como 

lo menciona Thoumi (2002), los tomadores de decisiones y encargados de formular políticas 

públicas se dieron cuenta de que la mayor parte de los campesinos involucrados en la 

producción de drogas ilícitas se encontraban en altas condiciones de pobreza, razón por la 

que dependían económicamente de los cultivos declarados ilícitos. Entonces, las políticas 

orientadas exclusivamente a la represión fueron complementadas con programas de 

sustitución de cultivos, cuyo objetivo era encontrar fuentes alternativas lícitas de ingreso, 

mediante otros cultivos, para que los campesinos retornaran al marco de la legalidad. Las 

actividades de sustitución de cultivos presentaron una serie de limitaciones, como será 

abordado a continuación, y con el tiempo se convirtieron en programas de desarrollo 

alternativo. 

3.1. De la Sustitución del Cultivos al Desarrollo Alternativo 

     Para realizar un análisis de la sustitución de cultivos es ineludible poner la mirada en el 

desarrollo alternativo, concepto que surge como una reformulación política de la misma 

sustitución. Los primeros programas destinados a la sustitución de cultivos se llevaron a 

cabo en Tailandia hacia los años 70. La idea fundamental de esta estrategia era llegar a la 

solución de los cultivos de uso ilícito mediante la conversión de las áreas sembradas a la 

economía lícita (Vargas, 2010, p. 5). La sustitución suponía que si los cultivos ilícitos eran 

reemplazados por cultivos legales, con la ayuda de asistencia técnica agrícola a los 

campesinos afectados, estos últimos desistirían de cultivar materia prima de psicoactivos 

(De Rentería, 2001, p.173). Esta estrategia intentaba promover cultivos que generaran al 

agricultor un ingreso similar al obtenido con la siembra de cultivos de uso ilícito, 

incurriendo en  dos errores en particular: el primero, suponer que existen cultivos igual de 
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rentables que los de uso ilícito; y el segundo, intentar generar un cambio en el accionar de 

los agricultores sin asegurarles una compensación para satisfacer sus necesidades básicas 

(UNODC, 2010, p.2). 

     Teniendo en cuenta las limitaciones del enfoque de sustitución de cultivos, en la década 

de los 80 las Naciones Unidas reconocieron la importancia de integrar, de manera 

complementaria a los procesos de sustitución, la estrategia de desarrollo rural a través de la 

consolidación de infraestructura y el mejoramiento de la calidad de vida de los cultivadores, 

asegurando la satisfacción de sus necesidades básicas. De la misma forma, se llegó a otorgar 

mayor importancia a condiciones locales y a factores socio-económicos regionales, cuya 

influencia es fundamental en la toma de decisiones de los agricultores y, además de esto, se 

realizaron esfuerzos por integrar las regiones productoras de coca a los procesos nacionales 

de desarrollo social y económico. De esta manera, evolucionó la sustitución de cultivos 

hacia un modelo de desarrollo alternativo, y empezó a ser aplicado en los países andinos 

cuando se produjo un incremento considerable en el cultivo de uso ilícito de la hoja de coca 

en Perú, Bolivia y Colombia en los años ochenta (UNODC, 2010, p.2). 

     La definición precisa del concepto de desarrollo alternativo se formuló en 1998 en la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en la Sesión Especial sobre el Control de Drogas 

(UNGASS), donde se definió como: 

Un proceso para prevenir y eliminar los cultivos ilícitos de plantas que contienen drogas 
narcóticas y substancias sicotrópicas a través de medidas de desarrollo rural designadas 
específicamente en el contexto del crecimiento económico nacional sostenido y de esfuerzos 
de desarrollo sostenible en los países que emprendan iniciativas contra las drogas, teniendo 
en cuenta las características socio-culturales propias de los grupos y comunidades en 
cuestión, dentro del marco de una solución global y permanente al problema de las drogas 
ilícitas (UNODC, 2010, p.4) 

     Es importante destacar que el desarrollo alternativo, definido por la ONU, se inscribe 

dentro de la lucha contra las drogas ilícitas y cuenta con los objetivos de reducir la oferta de 

materias primas para la producción de droga y consolidar una economía lícita con la que sea 

posible que las áreas de cultivo retornen a la senda del desarrollo. De acuerdo a las 

Naciones Unidas, el núcleo de los proyectos de desarrollo alternativo es la sustitución del 
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ingreso ilegal por uno legal para las familias rurales cultivadoras, pero para esto se 

consideró primordial establecer condiciones de paz y legalidad, fortalecer organizaciones de 

productores, mejorar la calidad de vida de los agricultores, aplicar modelos de desarrollo 

sostenible y establecer una estrategia de género que favorezca a la mujeres en medio de la 

lucha contra las drogas (UNODC, 2010, p.4). 

3.2. La discusión frente a la conceptualización del Desarrollo Alternativo 

     La noción de desarrollo alternativo ha despertado una discusión por parte de autores, 

organismos internacionales y gobiernos, puesto que conlleva una serie de implicaciones 

cuestionables en tanto es una categoría amplia que ha sido aplicada e interpretada en 

sentidos diferentes, siendo asumida, en ocasiones, como una simple sustitución de cultivos 

de uso ilícito y, en otras, como procesos complejos de desarrollo económico y social (Zorro, 

2011, p.110). Alrededor del tema, Carlos Zorro Sánchez (2005) señala la dificultad que ha 

existido para identificar con respecto a qué el desarrollo alternativo ha emergido como 

concepto. Partiendo de esto, el autor aborda cuatro perspectivas sobre las cuales se ha 

tendido a observar el desarrollo alternativo: primero, como alternativa al modelo de 

desarrollo dominante; segundo, como alternativa a las modalidades tradicionales del 

desarrollo rural; tercero, como alternativa a las modalidades de desarrollo de un 

determinado territorio; y cuarto, como alternativa al crecimiento económico basado en los 

cultivos ilícitos (Zorro, 2005, p. 107). 

     Cuando se analiza el desarrollo alternativo con respecto al desarrollo dominante, hay que 

tener en cuenta que este último ha hecho énfasis, a escala mundial, en el crecimiento 

económico y ha puesto en un segundo plano los aspectos relacionados a la equidad en la 

distribución de los beneficios económicos de dicho crecimiento. Respecto a este modelo de 

desarrollo económico dominante han surgido “modelos alternativos”, donde se ha tendido a 

incrementar la importancia de condiciones de equidad. Este es el uso del “desarrollo 

alternativo” que ha primado a nivel mundial (Zorro, 2005, p.108). 

     Cuando se aborda el desarrollo alternativo con respecto a las modalidades tradicionales 

del desarrollo rural, Zorro (2005) menciona que en los países de América Latina la 
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generalidad ha sido la coexistencia del desarrollo rural con estructuras de tenencia de la 

tierra donde ha prevalecido la dicotomía latifundio-minifundio, situación asociada a la 

concentración de la propiedad de la tierra rural, con formas precapitalistas de producción, 

economías de autosubsistencia, atraso tecnológico, sistemas inadecuados de distribución de 

insumos y productos, e insuficiencia de infraestructuras. Desde esta perspectiva, un modelo 

de desarrollo alternativo apuntaría a transformar los procesos de desarrollo rural (Zorro, 

2005, p.108). 

     Cuando el desarrollo alternativo se concibe como “alternativa” a las modalidades de 

desarrollo de un determinado territorio, es posible pensar en modelos regionales alternativos 

de desarrollo, distintos a los que operan en otras regiones en el contexto nacional, aún 

cuando los procesos de desarrollo regional están inmersos en el modelo nacional de 

desarrollo (Zorro, 2005, p.108). 

     Finalmente, cuando se analiza el desarrollo alternativo en relación al crecimiento 

económico basado en los cultivos ilícitos, debe tenerse en cuenta que en las zonas más 

apartadas del territorio, por lo general ubicadas en regiones de frontera agraria, la economía 

se ha basado en la producción, comercialización y procesamiento de cultivos de uso ilícito. 

En este caso, el concepto de desarrollo alternativo, en concordancia con las Naciones 

Unidas (como fue visto en el numeral anterior), ha sido empleado para referirse a los 

procesos de sustitución de cultivos y al desarrollo regional. En este sentido, la alternatividad 

se está utilizando en términos de otras opciones productivas para los campesinos 

involucrados en los cultivos de coca o amapola (Zorro, 2005, p.108). 

     Es importante destacar la dificultad existente al identificar los aspectos que forman parte 

del desarrollo alternativo y los aspectos que no conforman esta estrategia. Al parecer, esto 

depende de la interpretación que desde los gobiernos se le otorgue a su implementación. 

Particularmente en América Latina, el concepto se ha aplicado a uno de los componentes de 

la política antinarcóticos vinculado a los procesos de sustitución de cultivos por parte de 

campesinos cultivadores y productores (Zorro, 2005). 
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3.3. Aproximación conceptual a las políticas públicas y los programas 

     Ahora bien, es pertinente reconocer que el desarrollo alternativo y las estrategias de 

sustitución de cultivos que emprenden los gobiernos, corresponden a programas inscritos en 

la política pública de la lucha contra las drogas. Para analizar las acciones emprendidas en 

materia de sustitución de cultivos se requiere entender conceptualmente las políticas 

públicas y  los programas que se desprenden de ellas. 

Para iniciar, es fundamental identificar el significado de política pública. Según André Roth 
(2009):                                                         

Una política pública designa la existencia de un conjunto conformado por uno o varios 
objetivos colectivos considerados necesarios o deseables y por medios y acciones que son 
tratados, por 1o menos parcialmente, por una institución u organización gubemamental con 
la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales, o colectivos para 
modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática (p.27). 

     Asimismo, Alejo Vargas (2007) caracteriza a las políticas públicas como “el conjunto de 

iniciativas, decisiones y acciones del régimen político frente a situaciones socialmente 

problemáticas” (p. 85). Y Jorge Iván Cuervo asegura que las políticas públicas son “el flujo 

de decisiones en torno de un problema que ha sido considerado público y ha ingresado en la 

agenda del Estado” (Cuervo, 2008, p. 79). 

     Teniendo en cuenta el significado de política pública, como la sustitución de cultivos ha 

sido ejecutada bajo la condición de programa, es importante identificar su definición. Para 

Roth (2009) un programa: 

Hace referencia a un instrumento que tiene la ambición de coordinar e integrar una política 
pública determinada en un nivel macro o metapolítico. De modo que se entiende por 
programa de políticas públicas no solamente una política pública definida por sus objetivos 
y sus medios sino un conjunto de políticas coherentes entre sí y que se refieren a una 
problemática particular (p. 46). 

     Según la CEPAL (2011) una política pública se diferencia de un programa, en que este 

último es una intervención pública directa sobre una realidad social, que en conjunto con 

otros programas e instrumentos institucionales, se emplean en la implementación de una 

política pública (p. 21). Igualmente, Roth (2010) aclara que una política se asocia con las 
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orientaciones generales, y las acciones de dicha política pública se desarrollan a través de 

programas ejecutados por medio de proyectos, señalando en otras palabras, que una política 

pública está compuesta por uno o varios programas que se concretan en proyectos (p.6). 

     Teniendo en cuenta lo anterior, debe considerarse que la guerra contra las drogas 

constituye una política pública adoptada por los gobiernos colombianos desde los años 70. 

Esta política ha trazado los lineamientos sobre los cuales se han ejecutado los programas y 

proyectos referentes a las drogas ilícitas y ha estado vinculada al debate internacional. En 

Colombia la política de drogas ha estado orientada, en su mayoría, al prohibicionismo y, en 

menor medida, al desarrollo alternativo. 

4. Evolución de la sustitución de cultivos en Colombia   

     En el presente capítulo se realizará un repaso analítico de las políticas de sustitución de 

cultivos desde su surgimiento en 1985, hasta su redireccionamiento en el gobierno de Juan 

Manuel Santos. Para esto se empezará por mencionar las primeras iniciativas de sustitución 

que surgieron en el país, se revelarán las primeras apuestas de desarrollo alternativo, se 

identificarán los programas de desarrollo alternativo en el contexto del Plan Colombia y de 

la seguridad democrática, para finalmente reconocer el cambio acontecido en el gobierno de 

Juan Manuel Santos en materia de cultivos ilícitos. 

4.1. El inicio de las políticas de sustitución de cultivos en el país 

     En Colombia las primeras acciones emprendidas en materia de sustitución de cultivos 

tuvieron lugar en 1985 en el sur del Cauca, en el marco de la presidencia de Belisario 

Betancur (1982-1986), siendo ampliadas posteriormente a Nariño en 1989. Estas primeras 

iniciativas, que contenían un conjunto de proyectos donde se apoyaba a los agricultores a 

reemplazar gradualmente los cultivos de uso ilícito, se realizaron inicialmente en cabeza del 

Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional de las Drogas 

(UNDCP), actualmente UNODC, hasta que en 1993 pasaron a estar en manos de la 

institucionalidad nacional. Aún así, para ese entonces en Colombia ya se habían ejecutado 

acciones para el enfrentamiento de las drogas ilícitas, pero bajo el enfoque puramente 
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represivo y se había creado en 1973 el Consejo Nacional de Estupefacientes (Zorro, 2011, p. 

94-95). 

4.2. Primeras apuestas de Desarrollo Alternativo  

     Según Carlos Zorro (2011) y Ricardo Vargas (2010) alrededor del año 1987 el modelo 

simple de sustitución de cultivos empezó a ser replanteado, articulándose con procesos de 

desarrollo rural e incorporando una visión más amplia del tratamiento al problema de los 

cultivos considerados ilícitos. Para esto se incursionó en la apertura de canales de 

comercialización, la construcción de infraestructuras diversas y la participación de los 

agricultores y sus organizaciones.  

     Estas prácticas tuvieron lugar en la presidencia de Virgilio Barco (1986-1990), periodo 

en el que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes 

y Sustancias Psicotrópicas de 1988 insertó la noción de Desarrollo Alternativo como 

método para armonizar y disminuir el impacto de los procesos de erradicación y de la 

infracción penal para los campesinos cultivadores (Franco, 2008). 

     Ya en los 90, bajo la administración del presidente César Gaviria (1990-1994) se inició 

el Programa de Sustitución de Cultivos Ilícitos en Caquetá, Guaviare y Putumayo, liderado 

por las Naciones Unidas. En este momento surgió a nivel estatal un interés por el Desarrollo 

Alternativo y en 1994 se creó el Programa Nacional de Desarrollo Alternativo (PDA), 

siendo puesto en marcha en 1995 bajo la coordinación del Plan Nacional de 

Rehabilitación14. El PDA buscaba complementar las campañas de erradicación forzosa, a 

través de inversiones de carácter social con el fin de prevenir, frenar y eliminar la 

producción de cultivos ilícitos (CONPES 2734 de 1994). Como lo expresa Carlos Zorro 

(2011), la implementación del PDA no impidió que se intensificaran las fumigaciones 

                                                
14 El Plan Nacional de Rehabilitación – PNR- fue un programa presidencial de la administración de Belisario 
Betancur que se estableció como la estrategia para establecer relaciones armónicas entre el Estado y la 
sociedad, y fue adoptado también por los gobiernos de Virgilio Barco y César Gaviria. El PNR planteó 
estrategias con la finalidad de mejorar y ampliar la presencia del Estado en las zonas marginadas del país, 
especialmente aquellas que sufrían los efectos de enfrentamientos armados, y se propuso también desarrollar 
nuevas formas de relación entre el Estado y la comunidad (Tirado, 1990) 
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aéreas sobre los cultivos, reflejando la simultaneidad de aplicación de los programas de 

erradicación y los de desarrollo alternativo. Cabe anotar que en 1994, antes de finalizada la 

administración de César Gaviria, el Consejo Nacional de Estupefacientes unió la estrategia 

de erradicación forzosa y la de desarrollo alternativo por medio de la Resolución 00l, donde 

se señaló que de forma complementaria a la ejecución de las estrategias de destrucción y 

erradicación de los cultivos ilícitos, se debía trabajar el medio ambiente, los valores socio 

culturales, las necesidades básicas insatisfechas y las economías de las regiones productoras 

(Iglesias, 2003, p.34).   

     Por su parte, bajo el gobierno de Ernesto Samper (1994-1998), en el año 1996 se 

reorganizó el Programa de Desarrollo Alternativo y se consolidó el Plan Nacional de 

Desarrollo Alternativo, conocido como PLANTE (Iglesias, 2003, p.48). Al igual que el 

PDA, el PLANTE tenía por objeto complementar las campañas de erradicación forzosa de 

los cultivos ilícitos, creando fuentes alternativas lícitas y rentables de ingresos, 

estableciendo las bases para el desarrollo regional autosostenible e incrementando la 

presencia institucional del Estado (CONPES 2799 de 1995) 15. 

     En la puesta en marcha del PLANTE se partió de un diagnóstico que no fue elaborado 

rigurosamente con sus especificidades locales y regionales, y que no tuvo como base un 

censo previo para determinar cuántas familias estaban inmersas en el cultivo. Entonces, el 

programa partió de la cifra especulativa de 30.000 familias, en un intento por cuantificar la 

dimensión social del problema, desconociendo así el número real de cultivadores 

involucrados en las dinámicas de los cultivos ilícitos (Vargas, 2010, p.8). Igualmente, en el 

PLANTE prevaleció una mirada centralista del problema y se operó desde la perspectiva de 

asesores con un conocimiento limitado del territorio. En esa misma lógica de ausencia de 

conocimiento de las zonas con cultivos de uso ilícito, se partió de una diferenciación entre 

una estructura económica campesina de subsistencia -compuesta por pequeñas áreas 

sembradas de coca o amapola- y  una estructura empresarial, caracterizada por tener cultivos 

                                                
15 No obstante, es importante recalcar que la presidencia de Samper se reconoce por la profundización de la 
represión y la criminalización del fenómeno de las drogas, y en cuanto al desarrollo alternativo se destaca 
dentro de este periodo, una serie de fallas que obstaculizaron su ejecución 
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ilícitos de más de tres hectáreas, y con una vinculación directa con los grupos organizados 

del narcotráfico y los insurgentes. Esta clasificación de cultivos de subsistencia versus 

cultivos comerciales, concluyó en el reclutamiento de centenares de jornaleros que 

trabajaban en cultivos de más de tres hectáreas pero que no estaban vinculados directamente 

con el narcotráfico o la subversión (Vargas, 2010, p.10). 

     Paralelamente a la ejecución del PLANTE, entre 1995 y 1996 en Colombia se 

presentaron una serie de marchas, especialmente en Putumayo, Guaviare y Caquetá, en 

cabeza de campesinos cocaleros contra las aspersiones aéreas de los cultivos ilícitos (El 

Tiempo, 15 de agosto 1996). La simultaneidad de las fumigaciones y los programas del 

PLANTE ocasionaron la protesta de los campesinos, cuyas exigencias rechazaban la 

aspersión de herbicidas sobre áreas de cultivos de subsistencia, a lo cual se sumaba que las 

fumigaciones destruían los proyectos de sustitución (Zorro, 2011, p.98). En el marco de 

estas marchas, se comprobó que el estimado de 30.000 familias vinculadas a los cultivos 

ilícitos constituía una medición errónea, dada la magnitud de campesinos cultivadores que 

participaron de las manifestaciones. Durante las manifestaciones, los cultivadores 

enfrentaron el hostigamiento militar y la persecución de dirigentes sociales, luego de su 

intento por visibilizar sus demandas referentes a las fumigaciones con glifosato, haciendo 

evidente, además, que la siembra de cultivos de uso ilícito responde a su necesidad de 

sustento económico en zonas marginadas por la institucionalidad. Como resultado de estas 

manifestaciones el gobierno de Samper trató de establecer compromisos con las 

comunidades, contemplando aspectos como inversión social y planes de sustitución de 

cultivos, pero la inversión llegó a los territorios sin ningún tipo de concertación y 

desconociendo las vocaciones productivas de las zonas, por lo que el problema persistió 

(Muñoz, 29 de Agosto de 2016).  

4.3. Desarrollo alternativo en el marco del Plan Colombia 

     El gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002) tuvo como uno de sus pilares 

fundamentales la implementación del denominado Plan Colombia, donde se planteaba: la 

negociación con los grupos al margen de la ley; la lucha contra el narcotráfico; la 
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recuperación económica y social; y por último, el desarrollo institucional. En el marco de 

este plan, el desarrollo alternativo estuvo en manos del Fondo de Inversión Para la Paz 

(FIP), entidad que tomó protagonismo en lo concerniente a la recuperación económica y 

social, y en la formulación de los lineamientos del desarrollo alternativo absorviendo, pero 

no eliminando del todo, el PLANTE (Vargas, 2010, p. 18). 

     Respecto al periodo presidencial de Pastrana, se destaca que la pretensión primordial del 

Plan Colombia como estrategia contrainsurgente fracasó tras la crisis de las negociaciones 

del gobierno con la guerrilla de las FARC, y a partir de ese momento, tuvo lugar en 

Colombia una agudización de las dinámicas del conflicto y el recrudecimiento de la crisis 

humanitaria. De igual forma, en lo que respecta a los cultivos de uso ilícito, es importante 

aclarar que -sin descartar el desarrollo alternativo- en el gobierno Pastrana se dio prioridad a 

las fumigaciones y a la interdicción, en concordancia con la influencia estadounidense sobre 

el territorio nacional.  

     De acuerdo a Ricardo Vargas (2010) el desarrollo alternativo en el marco de este 

gobierno evidenció una serie de inconvenientes encabezados por la ausencia de 

coordinación entre los diferentes organismos encargados de las fumigaciones y los 

encargados de los procesos de sustitución de cultivos. De la misma forma, entre el PLANTE 

y el FIP existió una especie de competencia que repercutió negativamente sobre los 

territorios, a lo cual se sumó la ausencia del control del territorio por parte del Estado, 

ocasionando dificultades en cuanto a la cobertura del programa (Vargas, 2010, p. 22). Estos 

hechos dejaron al descubierto la debilidad institucional del Estado colombiano, 

desencadenante de dificultades en la gestión de proyectos de sustitución de cultivos, 

reafirmando así la presencia diferenciada del Estado en los territorios más vulnerables. 

4.4. Desarrollo Alternativo en el contexto de la Seguridad Democrática 

     En el siguiente gobierno -correspondiente al del presidente Álvaro Uribe (2002-2006)- 

tuvo lugar una redefinición del desarrollo alternativo que terminó en el reemplazo del 
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PLANTE por el Programa de Desarrollo Alternativo (PDA)16, como lo plantea el CONPES 

3218 de 2003. Con el PDA se tenía pensado contribuir a la consolidación de la política de 

gobierno de la seguridad democrática17, siendo un componente de la estrategia de 

fortalecimiento institucional y desarrollo en zonas de conflicto (Vargas, 2010, p.43). Dentro 

de los objetivos del PDA se encontraba: consolidar la erradicación de cultivos ilícitos y 

prevenir su expansión por medio del compromiso de no siembra ni resiembra por parte de 

las comunidades; brindar alternativas estables de ingresos y empleo a las familias afectadas 

por los cultivos de uso ilícito; promover procesos de desarrollo institucional y de 

legitimidad del Estado; y por último, apoyar el fortalecimiento del capital social, 

estimulando la organización, la participación y el control comunitario (CONPES 3218 de 

2003). 

     Es importante aclarar que la ejecución del PDA estuvo a cargo del Programa contra 

Cultivos Ilícitos, conocido como PCI, adscrito a la Agencia Presidencial para la Acción 

Social y la Cooperación Internacional. Asimismo, en el marco de este gobierno las acciones 

en materia de desarrollo alternativo hicieron parte de la estrategia de erradicación manual 

voluntaria del PCI y fueron implementadas durante los dos periodos presidenciales de 

Álvaro Uribe 2002-2006 y 2006-201018 (DPCI,2012).        

     El Programa de Desarrollo Alternativo estableció tres componentes: el primero, 

correspondió al Programa de Proyectos Productivos y de generación de ingresos (PPP); el 

segundo, se denominó Programa de Familias Guardabosques (PFGB); y el tercero, fue de 

carácter transversal y se conoció como fortalecimiento institucional, desarrollo social y 

monitoreo  (CONPES 3218 de 2003).  
                                                
16 El PDA del gobierno de Uribe no es el mismo del gobierno de Gaviria, aunque emplean las mismas siglas. 
17 La seguridad democrática fue la política de gobierno adoptada por el presidente Álvaro Uribe durante sus 
dos períodos presidenciales (2002-2006 y 2006-2010), según este gobierno la seguridad democrática era lo que 
se requería para garantizar la protección de los ciudadanos, buscando acabar con el terrorismo y con, el que 
consideraba su aliado, el narcotráfico (Presidencia y Ministerio de Defensa, 2003). Bajo la lógica de la 
seguridad democrática se subrayó la necesidad de fortalecer el imperio de la ley en todo el país, siendo 
necesaria la consolidación del control del Estado en todo el territorio nacional, para cuya ejecución se 
intensificó la persecución de los carteles de la droga, la guerrilla, los paramilitares y demás organizaciones 
criminales (Pérez, 2014).  
18 En este gobierno el desarrollo alternativo estuvo complementando las estrategias de erradicación manual 
forzosa, en manos de Grupos Móviles de Erradicación y de aspersión aérea con glifosato. 
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     El Programa de Proyectos Productivos tuvo como finalidad el establecimiento de una 

economía regional y local que contara con fuentes lícitas de empleo e ingresos, a fin de 

garantizar la seguridad alimentaria de las comunidades. Para esto, se planteaba implementar 

cultivos de pancoger acordes con las condiciones agroecológicas de cada región, pequeñas 

explotaciones pecuarias y cultivos transitorios. Además, el PPP planteaba proyectos 

productivos de mediano y largo plazo, vinculados al cacao, caucho, palma aceitera, 

forestales productivos, café, entre otros  (CONPES 3218 de 2003).  

     Por otra parte, el Programa de Familias Guardabosques buscaba vincular a familias 

campesinas en la realización de actividades de conservación y recuperación de ecosistemas, 

apuntando a contrarrestar el daño ambiental generado por la presencia de cultivos ilícitos, 

por medio de la canalización de un apoyo monetario a las comunidades que conformaran 

núcleos de intervención. De la misma forma, este programa se enfocaba en la unidad 

familiar y en las relaciones sociales presentes entre la comunidad y el territorio, recalcando 

el papel de la comunidad como líder del proceso y como responsable de organizar y 

cohesionar las familias beneficiarias (CONPES 3218 de 2003). 

     Alrededor de estos dos programas se ha mencionado que aunque implicaron esfuerzos 

institucionales importantes, en la práctica la relación de la institucionalidad con las 

comunidades se vio obstaculizada por falta de confianza y por incurrir en el error de no 

reconocer a los cultivadores como interlocutores válidos, desconociendo así las iniciativas 

que pudieran surgir desde las comunidades como principales conocedoras del territorio. A 

esto se añadió que los programas se pensaron desde Bogotá y sin ningún tipo de 

concertación real con las comunidades, pues la formulación de proyectos fue de arriba hacia 

abajo y la participación de la comunidad no fue lo suficientemente desarrollada (Zorro, 

2011) (Vargas, 2010). Sumado a esto, los programas mencionados llegaron a zonas donde 

no estaba el núcleo del problema de los cultivos ilícitos, y parte de esto se debe a que los 

funcionarios exigían a los campesinos la garantía de zonas libres de cultivos, como 

condición previa para poder vincularse al programa y adelantar los proyectos productivos. 

Se establecía la condición de “cero coca” para entrar en el programa y esto implicó que la 

institucionalidad nunca llegara a las zonas más apartadas del territorio (M. Barbosa, 
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comunicación personal, 15 de mayo de 2019). De la misma forma, como lo menciona Vélez 

(2016), estos dos programas no fueron diseñados en la lógica del desarrollo rural en tanto su 

horizonte fue la política de lucha antinarcóticos y de defensa nacional, por lo que se 

instrumentalizó a las familias beneficiarias, a fin de lograr la reducción de las áreas de 

cultivos de uso ilícito, siendo un mecanismo para debilitar las fuentes de financiamiento de 

los grupos armados ilegales.  

     Adicional a los programas anteriormente descritos, desde el 2007, y en el marco de la 

política de la seguridad democrática, se incursionó también en una estrategia de 

recuperación social del territorio denominada Plan Nacional de Consolidación Territorial 

(PNC), mecanismo con el que se pretendía articular esfuerzos estatales para garantizar un 

ambiente de seguridad y paz, alcanzando el fortalecimiento de las instituciones 

democráticas a nivel territorial (Ávila et al, 2010, p.1695). El primer territorio elegido para 

implementar este plan fue La Macarena, en el Meta  -zona reconocida por la presencia de 

cultivos ilícitos y grupos armados ilegales, y por haber sido una zona de distensión en el 

gobierno anterior- donde se puso en marcha el proyecto piloto conocido como Plan de 

Consolidación Integral de La Macarena (PCIM), a través del cual se pretendía lograr la 

recuperación social e institucional del territorio, sustituir las carencias no resueltas en los 

anteriores programas de sustitución de cultivos, fortalecer la participación de la sociedad 

civil y establecer una economía en el marco de la legalidad (Ideaspaz, 2011, p.15).  

     Alrededor del Plan de Consolidación Integral de la Macarena se ha debatido que, más 

que un mecanismo para resolver problemáticas sociales en un territorio ávido de 

conflictividades, constituyó una apuesta del gobierno por consolidar presencia militar 

(CNMH, 2014, p.216), poniendo las inversiones sociales en manos de las fuerzas armadas y 

asumiendo los procesos de sustitución de cultivos como parte de la estrategia de 

recuperación militar (Arenas, Majbub y Bermúdez, 2018, p. 15). Este programa privilegió 

los componentes militar y policial, convirtiéndose en una lucha por la presencia del Estado 

y en procura de una victoria militar contra la guerrilla de las FARC presente en el territorio. 

Para su ejecución se partió de la concepción propia del gobierno de Uribe, según la cual 

garantizar la seguridad debe anteceder a todas las demás medidas a tomar en el territorio. El 
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enfoque de orden público con el que se implementó el PCIM, desdibujó la percepción de lo 

que ocurría en el plano de lo económico y lo social (Semana, Mayo 23 de 2009). 

     Respecto al gobierno del presidente Álvaro Uribe es pertinente recalcar que aunque se 

incursionó de manera considerable en el desarrollo alternativo, este gobierno se centró en el 

fortalecimiento del aparato coercitivo del Estado y en la contrainsurgencia. La política 

antidrogas en el marco de este gobierno se interpretó como una herramienta para combatir a 

la insurgencia, y detrás de las iniciativas de consolidación territorial estaba la concepción de 

la debilidad del Estado como generadora de condiciones para que, tanto los grupos armados 

ilegales, como el narcotráfico, crecieran en las regiones apartadas del territorio, por lo que el 

fortalecimiento de la autoridad democrática y el control territorial eran indispensables para 

este gobierno (Cepeda y Tickner, 2011, p. 214). Cabe resaltar que el presidente Álvaro 

Uribe llevó a cabo el endurecimiento de la guerra contra las drogas en Colombia y, con el 

apoyo de los Estados Unidos, se levantaron las restricciones para la fumigación aérea de los 

cultivos ilícitos, se incrementó el área de zonas fumigadas, se dio un aumento de las 

incautaciones de cocaína y de la destrucción de laboratorios, así como también se intensificó 

la extradición de narcotraficantes colombianos a Estados Unidos (Cepeda y Tickner, 2011, 

p. 215). Como en los anteriores gobiernos, en el de Uribe tuvo continuidad el modelo 

prohibicionista y represivo para enfrentar el fenómeno de las drogas ilícitas, aún cuando se 

incursionó en programas de desarrollo alternativo. 

4.5. Gobierno Santos: redireccionando el Desarrollo Alternativo 

     En la presidencia de Juan Manuel Santos (2010-2014 y 2014-2018) se retomó del 

gobierno anterior el propósito de fortalecer la legitimidad y presencia de las instituciones 

democráticas en regiones con particularidades como la existencia de cultivos de uso ilícito y 

la presencia de actores armados, y surgió en el 2011 la Política Nacional de Consolidación 

Territorial (PNCRT), para cuya ejecución se creó la Unidad Administrativa Especial para la 

Consolidación Territorial (UACT), adscrita al Departamento Administrativo para la 

Prosperidad Social (Unidad Administrativa para la Consolidación Territorial, 2012, p.3). La 

PNRCT nació con el propósito de otorgar una respuesta integral a las necesidades con las 
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que contaban los territorios, para lo cual se planteó: implementar programas contra cultivos 

ilícitos con impactos en el corto plazo, sentar las bases de procesos de desarrollo local a 

mediano y largo plazo, atender las condiciones particulares de cada territorio con un 

enfoque diferencial, incluir procesos de erradicación y post erradicación atendiendo las 

necesidades de la población y neutralizando la persistencia de los cultivos (DPCI, 2012). 

     En lo concerniente al desarrollo alternativo, en el gobierno de Juan Manuel Santos tuvo 

lugar una nueva visión, tal como lo señala la Dirección de Programas contra Cultivos 

Ilícitos (2012):   

La nueva visión de desarrollo alternativo en Colombia se orienta a los cultivos de uso ilícito 
de pequeños productores, que incorpore las políticas de desarrollo alternativo a un marco 
más amplio de desarrollo rural y que adopte un enfoque integral, cuyo énfasis no sea solo la 
sustitución de cultivos, sino que priorice el fortalecimiento de las políticas que se 
fundamentan en la sostenibilidad económica y ambiental, que apunten a fortalecer las 
organizaciones bases, las organizaciones comunitarias, proteger los recursos hídricos, 
prevenir y mitigar el impacto del cambio climático, incorporar la gestión del riesgo como un 
objetivo de la planeación, promover la valoración del riesgo en territorios de contención 
donde podrían instalarse economías basadas en cultivos ilícitos (p.13) 

     La presidencia de Juan Manuel Santos orientó los esfuerzos institucionales frente a los 

cultivos de uso ilícito a partir de las lecciones aprendidas de los anteriores gobiernos, 

destacando la importancia de la integralidad, la incursión en el desarrollo rural y la 

sostenibilidad de los programas de desarrollo alternativo. Adicionalmente, se rescató el 

enfoque territorial y diferencial del problema de los ilícitos y se asumió que únicamente con 

el fortalecimiento del sector agropecuario no se resuelve el problema, por lo que debe existir 

una articulación entre estos procesos y otros factores que inciden en el mejoramiento de las 

condiciones de vida de las comunidades cocaleras y en la transformación del territorio. Por 

lo tanto, la estrategia de este gobierno se propuso poner en marcha alternativas productivas 

sumadas al acceso a bienes y servicios, con el fin de mejorar la calidad de vida de los 

cultivadores, partiendo de la integralidad como el pilar básico que contribuye a que la 

comunidad no se vea obligada a retornar a las actividades relacionadas con las economías 

ilegales en los territorios (Defensoría del Pueblo, 2017, p.21). 
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     En el marco de esta administración se resaltó la concepción de los territorios con cultivos 

ilícitos como lugares privilegiados para empezar a “construir la paz al lado de las víctimas” 

(DPCI, 2012, p.14), de lo cual se destaca el vínculo existente para este gobierno entre la 

transformación de las zonas afectadas por cultivos ilícitos y la consecución de la paz en los 

territorios.  

     En este punto es importante señalar que la administración de Juan Manuel Santos tuvo 

como eje fundamental la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 

duradera, y desde el 2012 se dio inicio en La Habana a unos diálogos de paz realizados por 

representantes autorizados del Gobierno Nacional y delegados de las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia FARC19. La pretensión de Juan Manuel Santos de encaminar 

su gestión hacia la consecución de la paz en Colombia fue transversal en sus dos gobiernos, 

que comprendieron el periodo entre 2010 y 2018. 

     Es importante señalar también que en este gobierno se suspendió la erradicación de 

cultivos de uso ilícito mediante la aspersión aérea de glifosato, atendiendo al principio de 

precaución tras el resultado de declaraciones de la Organización Mundial de la Salud 

(OMS) y de la Agencia Internacional de Investigación en Cáncer, frente al potencial efecto 

cancerígeno del glifosato en la salud y sus devastadores efectos para la población, tal y 

como lo expresa la Resolución No.0006 de 2015 (Defensoría del Pueblo, p.24). Igualmente, 

en este período presidencial se sancionó la Ley 1787 de 2016 cuyo objeto es crear un marco 

regulatorio que permita el acceso seguro e informado al uso médico y científico del 

cannabis y sus derivados al interior del territorio nacional colombiano (Ley 1787 de 2016, 

Art 1), con lo cual se hace explícito el redireccionamiento en la política de drogas que Juan 

Manuel Santos pretendía impulsar y poner en discusión no sólo a nivel nacional, sino en 

escenarios internacionales, tomando protagonismo en los debates sobre la lucha contra las 

drogas y trayendo a colación temas como la despenalización y la legalización.  
                                                
19 El Acuerdo de Paz resultante de estas negociaciones contiene seis puntos: el primero, corresponde a la 
reforma rural integral; el segundo, corresponde al acuerdo de participación política y apertura democrática 
para construir la paz; el tercero, es el acuerdo de cese al fuego y de hostilidades bilateral y definitivo; el cuarto, 
es el acuerdo de solución al problema de las drogas ilícitas; el quinto, corresponde a todo lo relacionado con 
las víctimas; y el sexto y último punto, corresponde a los mecanismos de implementación y verificación (Alto 
Comisionado para la Paz, 2016). 
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4.6. La sustitución de cultivos en el Acuerdo de Paz 

     En el punto número cuatro del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 

Construcción de una Paz Estable y Duradera (2016), denominado Solución al Problema de 

las Drogas Ilícitas, se considera que el cultivo, la producción y la comercialización de las 

drogas ilícitas han alimentado y financiado el conflicto armado interno, y que este fenómeno 

ha generado afectaciones a las comunidades pertenecientes a zonas donde la oferta 

institucional ha sido precaria y donde persisten condiciones de pobreza y marginalidad. Por 

lo tanto, el acuerdo asegura que es necesario diseñar una nueva visión que atienda las causas 

y consecuencias del problema de las drogas ilícitas, partiendo de estrategias y alternativas 

que conduzcan al mejoramiento de la calidad de vida de las comunidades involucradas que 

habitan los territorios afectados por los cultivos ilícitos, abordando el consumo bajo un 

enfoque de salud pública, e intensificando el enfrentamiento de las organizaciones 

criminales dedicadas al narcotráfico. 

     En materia de cultivos ilícitos, el acuerdo planteó la creación del Programa Nacional 

Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS), cuyo objetivo es “promover la 

sustitución voluntaria de cultivos de uso ilícito, a través del desarrollo de programas y 

proyectos para contribuir a la superación de las condiciones de pobreza y marginalidad de 

las familias que derivan su subsistencia de estos cultivos” (Decreto Ley No.896 de 2017). 

En el Acuerdo Final (2016) se reconoció la importancia de implementar planes integrales de 

sustitución de cultivos y desarrollo alternativo como una estrategia para solucionar el 

problema de las drogas ilícitas, y como parte de la transformación estructural del campo que 

se establece en el primer punto, referente a la Reforma Rural Integral, donde se planteó 

generar condiciones de bienestar para las comunidades campesinas en situación de pobreza. 

En esa medida, el PNIS es un componente de la Reforma Rural Integral que se centra en las 

comunidades campesinas inmersas en la pobreza rural y que derivan su subsistencia del 

cultivo de uso ilícito. 

     En el PNIS planteó poner en marcha un proceso de planeación participativa que 

involucrara a las comunidades en los procesos de toma de decisiones y en la construcción 
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conjunta de soluciones, siendo prioritaria la concertación con las comunidades para 

planificar y establecer los lineamientos de ejecución del programa en el territorio. De la 

misma forma, se planteó un enfoque diferencial de acuerdo con las condiciones de cada 

territorio, así como un enfoque de género. También, se abordó la importancia de que los 

cultivadores tomaran la decisión y asumieran el compromiso de abandonar los cultivos de 

uso ilícito, e incluso, se estipuló que, de la mano de las comunidades, se definirían las 

alternativas de sustitución sostenibles en términos económicos, sociales y ambientales para 

fortalecer las economías familiares, garantizando condiciones de vida digna. Adicional a 

esto, el acuerdo planteó con el PNIS alcanzar el fortalecimiento de  la presencia 

institucional en los territorios con cultivos de uso ilícito, fortalecer las capacidades de 

gestión de las comunidades y sus organizaciones, y garantizar la provisión de condiciones 

de seguridad para las comunidades involucradas en las dinámicas de los cultivos (Acuerdo 

Final, 2016). 

     En adición a lo anterior, se propuso celebrar acuerdos entre las comunidades, el gobierno 

y las entidades territoriales, donde se incluiría, por una parte, la formalización del 

compromiso de las comunidades con la sustitución, la no resiembra, la no vinculación con 

labores asociadas a los cultivos, la no participación en la comercialización ilegal de las 

materias primas derivadas de los cultivos; y por otra parte, el compromiso por parte del 

gobierno de poner en marcha el proceso de construcción participativa y concertada de los 

planes integrales municipales y comunitarios de sustitución y desarrollo alternativo, así 

como la ejecución del Plan de Atención Inmediata, pensado para brindar asistencia 

alimentaria mediante la entrega directa de mercados o bonos, promover proyectos de 

generación de ingresos rápidos, proporcionar opciones de empleo temporal y contribuir con 

un ingreso laboral por doce meses (Acuerdo Final, 2016).   

     De la misma forma, el acuerdo estableció la construcción participativa y la ejecución de 

Planes Integrales Comunitarios y Municipales de Sustitución y Desarrollo Alternativo 

(PISDA) para contrarrestar la falta de desarrollo en las zonas rurales, la economía ilegal y la 

violencia relacionada con los cultivos de uso ilícito. Para esto se trabajaría, de la mano de 

asambleas comunitarias, en la construcción participativa de una visión integral del territorio, 
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partiendo de un diagnóstico colectivo y una caracterización social, económica y ambiental 

de las zonas, conociendo las necesidades particulares de los territorios y las potencialidades 

productivas, e identificando las áreas con presencia de cultivos de uso ilícito (Acuerdo 

Final, 2016). 

     Es evidente que el PNIS supone una serie de retos y son varios los esfuerzos que debe 

realizar la institucionalidad colombiana para alcanzar lo propuesto en este punto del 

Acuerdo de Paz. Aunque el PNIS se creó formalmente el 29 de mayo de 2017, comenzó a 

operar en el 2016 y desde entonces su implementación se ha definido sobre la marcha y en 

un contexto de grandes dificultades para articular la presencia integral del Estado en los 

territorios (FIP, 2018). Esto lo confirma Claudia Paola Salcedo, ex directora para la 

Sustitución de Cultivos Ilícitos de la Presidencia de la República, quien asegura, además, 

que en el Acuerdo de Paz no se especifica la manera en que debe implementarse el 

programa y en territorio la puesta en marcha de lo propuesto implica un esfuerzo mayor 

para quienes adelantan cada una de las fases. Igualmente, Salcedo menciona que uno de los 

retos más frecuentes de las primeras etapas de ejecución del programa fue la generación de 

confianza con las comunidades, puesto que están inmersas en una cultura de la ilegalidad y 

no se reconocen como actores con posibilidad de participar, lo cual se suma a que en los 

territorios no se cree en el Estado social de derecho. Entonces, uno de los desafíos más 

significativos del PNIS ha sido su carácter participativo, cuyo propósito era involucrar a una 

comunidad históricamente estigmatizada en la toma de decisiones de su territorio (C. 

Salcedo, comunicación personal, 14 de Mayo de 2019). 

5. Evolucionando hacia un redireccionamiento de la sustitución de cultivos 

     El recuento analítico de las políticas de sustitución de cultivos ilícitos que han operado 

en Colombia en medio de la lucha contra las drogas refleja, por un lado, que las dinámicas 

de la sustitución se han enmarcado en el desarrollo alternativo -visto como una alternativa 

dentro de la política antinarcóticos- y, por el otro, que los programas de desarrollo 

alternativo en el país han obedecido a políticas de gobierno y no de Estado, por lo cual se 

han evidenciado variaciones importantes en la sustitución de cultivos conforme a la 
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alternancia de los gobiernos. En Colombia lo concerniente a la política de drogas ha tendido 

a depender de las ideologías de gobierno y, por esta razón, no se ha podido establecer una 

política de Estado que se proyecte a largo plazo y que cuente con la sostenibilidad suficiente 

como para resolver el problema de los cultivos ilícitos (M. Barbosa, comunicación personal, 

15 de mayo de 2019). 

En Colombia la sustitución de cultivos ha sido ejecutada de manera complementaria y 

simultánea a la estrategia destinada a la reducción de la oferta más utilizada en la lucha 

contra las drogas, conocida como: la erradicación de cultivos ilícitos. En general, han 

coexistido la sustitución y la erradicación de cultivos, y esto ha suscitado importantes 

tensiones entre los cultivadores y la institucionalidad, por cuenta de la falta de sinergia y de 

coordinación institucional frente a las dos estrategias. Ha sido común la fumigación con 

herbicidas sobre cultivos de pancoger o cultivos de sustitución, y esto ha redundado en la 

generación de una confrontación del Estado con las comunidades cultivadoras. 

 

     Además, los programas de desarrollo alternativo y los procesos de sustitución de cultivos 

han tendido a basarse, exclusivamente, en la promoción del tránsito de una economía ilícita 

a una economía lícita. Se ha pretendido que con fuentes alternativas lícitas de ingresos los 

campesinos pueden transitar a la “cultura de la legalidad” y esto incide en la reducción de la 

materia prima de psicoactivos. Es importante considerar que cambiando un cultivo por otro 

no se reconocen ni se resuelven los problemas estructurales que han desencadenado la 

presencia de los cultivos ilícitos en el territorio. En las estrategias de desarrollo alternativo, 

previas a las del gobierno de Juan Manuel Santos, no se pretendió modificar, por ejemplo, el 

tema de la tierra en Colombia, pasando por alto aspectos como: la falta de formalización de 

la tenencia de la tierra, la concentración de la propiedad, la ampliación desmedida de la 

frontera agraria y las condiciones de marginalidad y pobreza rural en los territorios. Factores 

que, aparte de estar vinculados con los cultivos de uso ilícito, han sido los pilares sobre los 

cuales ha emergido la conflictividad armada en el país. Como lo menciona María del Pilar 

Barbosa (2019), históricamente ha faltado una visión integral del Estado en el tratamiento 

de los cultivos de uso ilícito (M. Barbosa, comunicación personal, 15 de mayo de 2019). 
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     Igualmente, tal y como lo señalan Claudia Paola Salcedo (2019) y Eduardo Díaz (2019) -

hasta antes del punto 4 del Acuerdo de Paz de La Habana- en Colombia se había 

implementado la sustitución de cultivos como una estrategia de arriba hacia abajo, por 

medio de programas de carácter impositivo y bajo la concepción del campesino cocalero 

como delincuente y criminal. Históricamente se ha incurrido en el error de reducir al 

campesino cultivador de hoja de coca y amapola a un actor más de la cadena del 

narcotráfico, omitiendo que su incursión en la economía ilegal es por cuenta de su necesidad 

de sustento, y responde a un Estado que no ha tenido presencia en el territorio y, por tanto, 

no ha brindado unas condiciones de vida óptimas. En este sentido, se ha desconocido al 

campesino cocalero como un ciudadano dentro del Estado social de derecho, y ha 

prevalecido la estigmatización de esta comunidad en el transcurso de la implementación de 

los programas de desarrollo alternativo en Colombia (C, Salcedo, comunicación personal, 

14 de mayo de 2019) (E, Díaz, comunicación personal, 21 de mayo de 2019).  

     Ligado a esto, es importante reconocer que en Colombia no se ha contado con autonomía 

frente a Estados Unidos en el manejo de los temas de la política de drogas, y una muestra de 

esto es la implementación del Plan Colombia, estrategia que posibilitó no sólo la injerencia 

estadounidense sobre el territorio nacional, sino la reiterada estigmatización del campesino 

cocalero como actor vinculado a las estructuras del narcotráfico.   

     Bajo la lógica de catalogar al campesino cocalero como un criminal y delincuente, los 

programas de desarrollo alternativo -hasta antes del acuerdo- no promovieron realmente la 

participación de las comunidades cultivadoras, al no asumir al campesino como un 

interlocutor válido con el cual se puede planificar acciones sobre el territorio (C, Salcedo, 

comunicación personal, 14 de mayo de 2019). En general, no se propiciaron condiciones de 

concertación con las comunidades y la confianza no fue un pilar importante para la 

institucionalidad. Sumado a esto, la tendencia de los programas de desarrollo alternativo ha 

sido la de minimizar el conocimiento local del territorio y las iniciativas que puedan surgir 

desde las comunidades directamente implicadas en los cultivos de uso ilícito. Por lo tanto, 

puede decirse que ha prevalecido una mirada centralista del problema de los cultivos ilícitos 
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y los programas se han diseñado desde la perspectiva de asesores de los gobiernos que 

cuentan con conocimientos limitados del territorio. 

     Vinculado a esto, en el plano de la sustitución no había existido –previo a la aparición 

del punto 4 del Acuerdo de Paz- un enfoque que diferenciara territorialmente las dinámicas 

en las que tienen lugar los cultivos ilícitos. Y en esa medida, los planes de desarrollo 

alternativo no se elaboraron bajo la lógica de las especificidades locales y regionales, 

tendiendo a homogeneizar el tema de los cultivos ilícitos y minimizando el hecho de que 

este fenómeno responde a diferencias importantes en cada región. 

     Ahora bien, teniendo en cuenta los anteriores señalamientos y la cronología previamente 

presentada, no se puede desconocer que el gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018) 

marcó un precedente relevante en el redireccionamiento de la política de drogas ilícitas y, 

por consiguiente, en el tratamiento de los cultivos de uso ilícito en el país. A diferencia de 

programas anteriores, la sustitución de cultivos en el marco del gobierno Santos es fruto de 

un acuerdo de paz y esto, de entrada, implica un distanciamiento importante frente a los 

demás programas implementados en Colombia (E, Díaz, comunicación personal, 21 de 

mayo de 2019). 

     Adicionalmente, el desarrollo alternativo en el gobierno Santos se aleja de la lógica 

tradicional y reduccionista en la que se pretende propiciar un tránsito de lo ilegal a lo legal 

como mecanismo para reducir las áreas de cultivos ilícitos, y se pone el énfasis, más que en 

brindar alternativas productivas lícitas para los campesinos, en la ampliación de la cobertura 

del Estado a zonas donde históricamente no se ha tenido control institucional del territorio. 

La noción misma del desarrollo alternativo en este gobierno dio un giro fundamental, 

ampliando su perspectiva hacia un desarrollo rural y territorial, con miras a la sostenibilidad 

y la integralidad, concepciones que no se habían contemplado como ejes importantes en el 

tema del tratamiento de los cultivos de uso ilícito hasta el momento (C, Salcedo, 

comunicación personal, 14 de mayo de 2019). 

     Uno de los elementos primordiales que rodearon la política de cultivos ilícitos en el 

gobierno de Santos fue la concepción de la transformación territorial. Bajo esta noción se 
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contempló que para contrarrestar el fenómeno los cultivos ilícitos, se deberían propiciar 

condiciones que condujeran a la transformación de la vida de las comunidades pobladoras 

de las regiones de Colombia inmersas en la economía ilícita de las drogas, por efecto de la 

conflictividad armada, la presencia débil del Estado y la marginalidad rural. (C, Salcedo, 

comunicación personal, 14 de mayo de 2019) (E, Díaz, comunicación personal, 21 de mayo 

de 2019). 

     De la misma forma, este gobierno representó un punto de inflexión en el tema de los 

cultivos de uso ilícito puesto que, en el marco del Acuerdo de Paz, se propusieron procesos 

de planeación participativa de abajo hacia arriba y se redujo el carácter impositivo detrás de 

las políticas contra los cultivos ilícitos. También, se intentó transformar el imaginario del 

campesino cultivador como un agente al servicio del narcotráfico, dando paso a la 

concepción de este actor como un ciudadano con deberes y derechos, inmerso en un Estado 

social de derecho (C, Salcedo, comunicación personal, 14 de mayo de 2019). Alrededor de 

este tema se propuso en el Acuerdo de Paz un tratamiento penal diferencial para los 

cultivadores, partiendo de reconocer su involucramiento en la economía del narcotráfico 

como producto de su supervivencia, dadas las condiciones de marginalidad y pobreza rural 

con las que convive. 

     Asimismo, en este gobierno se reconoció la importancia del conocimiento local y 

proveniente de las mismas comunidades, como base para transformar el territorio. Lo cual 

estuvo de la mano con la pretensión de implementar un enfoque territorial diferencial, donde 

se aceptara que las dinámicas de los cultivos obedecen a particularidades locales. Por 

último, en este gobierno se reconoció el vínculo entre el problema histórico de la tierra en 

Colombia y la presencia de cultivos ilícitos, por lo cual el punto 4, pensado para solucionar 

el tema de las drogas ilícitas, fue articulado al punto 1, concebido para alcanzar una reforma 

rural integral. 

     Tras identificar la evolución de la sustitución de cultivos en Colombia es evidente que 

las acciones emprendidas en materia de desarrollo alternativo en el país han sido, en 

general, implementadas en condición de desequilibrio frente a las demás estrategias de la 
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lucha contra las drogas, en tanto ha primado la visión prohibicionista sobre la cual emerge la 

política antinarcóticos a nivel mundial. En el caso de Colombia los programas destinados a 

la sustitución de cultivos han estado desprovistos de conocimiento del territorio y lejos de 

una lógica participativa y concertada, profundizando la estigmatización del campesino 

inmerso en las dinámicas de los cultivos. Pese a esto, el gobierno de Juan Manuel Santos 

parece haber representado un primer paso hacia la reorientación de la política de drogas 

ilícitas en el país, apuntando hacia los problemas estructurales que preceden al fenómeno de 

los cultivos ilícitos en Colombia.  

5.1. De Uribe a Santos: de la consolidación a la transformación de los 
territorios 

     El redireccionamiento de la sustitución de cultivos en el gobierno de Juan Manuel Santos 

(2010-2018) es mucho más notorio cuando se aborda en relación al gobierno 

inmediatamente anterior, es decir, en relación al gobierno del presidente Álvaro Uribe 

(2002-2010). A continuación, se abordarán las particularidades de estos dos últimos 

gobiernos, a fin de contextualizar y dar explicación al momento en el que se reorienta la 

política de drogas y, por tanto, la de los cultivos de uso ilícito en Colombia. 

     El gobierno de Álvaro Uribe Vélez inicia en un contexto internacional permeado por la 

guerra global contra el terrorismo, como resultado del renombrado atentado  de Nueva York 

el 11 de septiembre del 2001. Este último, constituye un hito para la política internacional 

porque a la guerra contra las drogas se anexa la guerra contra el terrorismo, y ambos 

fenómenos se empiezan a abordar desde el mismo marco analítico, consolidándose como las 

dos amenazas mundiales más relevantes. Esto dio lugar al concepto de “narcoterrorismo” 

que, desde los Estados Unidos, se difundió como el principal desafiante de la seguridad a 

nivel global (Tickner y Cepeda, 2011, p. 210). 

     La “terrorización” de la tradicional guerra contra las drogas contó con unas 

repercusiones importantes para la política antidrogas norteamericana en Colombia, puesto 

que coincidió con la finalización del proceso de negociación que adelantaba el presidente 

Andrés Pastrana con la guerrilla de las FARC, dando lugar a la identificación de este grupo 
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armado como un actor terrorista20 (Tickner y Cepeda, 2011, p. 210). De esta manera, 

cuando Álvaro Uribe llegó a la presidencia en el 2002, el contexto internacional de 

narcoterrorismo estuvo íntimamente ligado a su política de gobierno correspondiente a la 

seguridad democrática, donde se desconocía la existencia del conflicto armado en 

Colombia, al asumir que la insurgencia armada obedecía a unas conductas delictivas 

vinculadas, exclusivamente, al terrorismo y al narcotráfico. 

     Bajo la lógica de una amenaza terrorista se implementó la política de lucha contra las 

drogas en el marco de este gobierno, con la convicción de que lo concerniente a los cultivos 

ilícitos y a los grupos armados al margen de la ley correspondía, predominantemente, a un 

tema de seguridad. Fue en este panorama donde se estableció la política de consolidación 

territorial y se incursionó en el fortalecimiento del Estado mediante el mejoramiento de sus 

capacidades militares, buscando afianzar el control estatal sobre el territorio nacional (M. 

Barbosa, comunicación personal, 15 de mayo de 2019). 

     Una de las particularidades de este gobierno es que se tendió a desdibujar la distinción 

entre las acciones de la política de drogas y las de la contrainsurgencia, dado que el 

narcotráfico se concibió como la principal fuente de ingresos y el fin último de los grupos 

armados ilegales, y se pretendió que atacar al narcotráfico era sinónimo de debilitar a estas 

organizaciones. Fue así como se emprendieron acciones militares, propiciadas por el apoyo 

de los Estados Unidos, para estabilizar las zonas con actores armados y consolidar la 

presencia estatal coordinando esfuerzos militares de contrainsurgencia y de la lucha 

antidrogas (Tickner y Cepeda, 2011, p. 216). En cuanto a los cultivos ilícitos, como fue 

evidenciado en apartados anteriores de este documento, se incursionó en actividades de 

desarrollo alternativo mientras que se fortalecían y endurecían las estrategias de la 

erradicación forzada. 

                                                
20 Las FARC, el ELN y las AUC entraron en la lista de organizaciones terroristas del Departamento de Estado 
(Tickner y Cepeda, 2011, p.213).    
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Sin lugar a dudas, en el gobierno de Álvaro Uribe la política de corte prohibicionista se 

fortaleció, como producto de la articulación de la guerra contra las drogas con la guerra 

contra el terrorismo. Por lo tanto, factores como la negación del conflicto armado, la 

primacía de la seguridad como política de gobierno, la estrecha relación con los Estados 

Unidos, y la pretensión de consolidar la presencia estatal en el territorio nacional por medio 

del fortalecimiento militar y el uso de la fuerza, fueron los pilares sobre los cuales giró el 

tema de los cultivos ilícitos en Colombia desde el 2002 hasta el 2010. 

     Por otra parte, en lo que respecta al gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2014 y 2014-

2018) es fundamental reconocer que en el marco de esta administración convergieron una 

serie de factores que posibilitaron el cambio de lectura del fenómeno de las drogas ilícitas, y 

de los cultivos inmersos en esta problemática. A nivel internacional, surgió el debate 

alrededor del fracaso de la guerra contra las drogas y se empezó a hablar de posibles 

alternativas y de un cambio de paradigma con respecto a las políticas prohibicionistas 

tradicionales. A nivel interno, este gobierno inició con un hito importante para la historia de 

Colombia y es la aceptación del conflicto armado interno, con lo cual se trazó un 

distanciamiento clave frente al gobierno anterior. A esto se sumó la pretensión del gobierno 

de  negociar con la guerrilla de las FARC y abrir el camino para la construcción de una paz 

estable y duradera. Partiendo de estos dos escenarios –el internacional y el nacional- se 

abrió una ventana de oportunidad para el redireccionamiento de la política de drogas ilícitas 

en Colombia en la administración Santos. 

     El contexto internacional de este gobierno giró entorno al consenso de ciertos actores 

(académicos, organismos internacionales y algunos países) frente al fracaso de la guerra 

contra las drogas por cuenta de la permanencia de este fenómeno, los escasos resultados de 

las políticas antinarcóticos y el reconocimiento del narcotráfico como una economía ilegal 

con alta capacidad de diversificación, tecnificación y adaptabilidad al mercado global (P. 

Barriga, comunicación personal, 18 de marzo de 2019). De esta manera, se planteó un 

cambio de paradigma -del que Juan Manuel Santos fue defensor- que vincula los enfoques 

de salud pública y de derechos humanos como puntos importantes sobre los cuales deberían 

estar dirigidas las acciones antinarcóticos. Esto surgió tras declarar que la guerra contra las 
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drogas se ha concentrado en los eslabones más débiles: los consumidores y los productores, 

causando afectaciones y profundizando sus condiciones de vulnerabilidad. En concordancia 

con este escenario global, el presidente Santos estuvo inmerso en los debates internacionales 

respecto a las drogas ilícitas y su gobierno comenzó a tomar medidas, como la suspensión 

del uso del glifosato y la regulación de la marihuana medicinal, para implementar el nuevo 

enfoque (Tickner y Cepeda, 2011). 

     Adicional a esto, en el escenario de la política interna, la llegada de Juan Manuel Santos 

a la presidencia estuvo marcada por el hito de la aceptación del conflicto armado, tras el 

reconocimiento de la existencia de las víctimas, como quedó consagrado en la Ley 1448 de 

2011 o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (Foro Nacional por Colombia, 2018, p.3). 

Este acontecimiento representó dos aspectos relevantes: por un lado, significó un punto de 

inflexión respecto al gobierno anterior, puesto que en esa administración la insurgencia 

estuvo asociada únicamente a una amenaza terrorista; y por el otro, constituyó un 

antecedente importante de la que sería la política protagónica del gobierno de Juan Manuel 

Santos, a saber, la terminación del conflicto y la construcción de paz. 

     El gobierno de Juan Manuel Santos implicó varios elementos importantes: primero, 

reconocer a las FARC como un interlocutor válido con el que se puede negociar; segundo, 

aceptar no sólo la existencia del conflicto armado interno en Colombia, sino las causas 

estructurales del mismo, asociadas a las condiciones de marginalidad, pobreza rural, 

exclusión política y presencia diferenciada del Estado en el territorio; tercero, reconocer el 

vínculo existente entre el conflicto armado y el narcotráfico, y, en esa misma línea, aceptar 

que los cultivos ilícitos también están asociados al continuo problema de la tierra en 

Colombia; cuarto, admitir que el narcotráfico ha alimentado el conflicto y ha sido una 

condición clave para su perduración y recrudecimiento; y quinto, admitir que la solución al 

problema de las drogas ilícitas es una parte de la solución al problema del conflicto. 

     El redireccionamiento de la política de drogas en la administración Santos, 

especialmente en lo referente a cultivos de uso ilícito, estuvo relacionado, además, al 

tránsito de la consolidación a la transformación territorial (M. Barbosa, comunicación 
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personal, 15 de mayo de 2019). Mientras que la consolidación territorial, proveniente del 

gobierno de Álvaro Uribe, fue pensada como el afianzamiento del control del territorio por 

parte del Estado sobre la base de la acción militar, la noción de la transformación territorial 

del gobierno Santos reconoció la importancia de alcanzar la cobertura del Estado en la 

totalidad del territorio, pero no sólo bajo la vía militar, sino bajo la condición de 

integralidad, y no en una lógica de confrontación, sino en una de cooperación (E, Díaz, 

comunicación personal, 21 de mayo de 2019). En el marco de la transformación territorial 

se aceptó que garantizar seguridad es importante, pero no suficiente, y que resulta 

fundamental que la institucionalidad llegue a las zonas marginadas, con presencia de actores 

armados y cultivos ilícitos, a proveer los bienes y servicios con los que históricamente no se 

ha contado en estas regiones (M. Barbosa, comunicación personal, 15 de mayo de 2019). 

     En esa lógica de la transformación territorial, y como producto del Acuerdo de Paz, es 

que se configuró el tema de la sustitución de los cultivos ilícitos en este gobierno. Como lo 

menciona Eduardo Díaz (2019), sobre la base de la construcción de paz, la idea de pasar de 

un cultivo a otro y transitar de lo ilegal a lo legal se vuelve obsoleta, pues la presencia del 

Estado en todos los frentes, el fortalecimiento de la democracia y la superación del conflicto 

armado son las condiciones sin las cuales no podría solucionarse el problema de los cultivos 

ilícitos en el país. Desde la postura del gobierno de Juan Manuel Santos, transformando las 

condiciones estructurales de la población rural y garantizando la participación activa de las 

comunidades, es que puede llegar a pensarse en el fin del problema de los cultivos de uso 

ilícito en Colombia (Defensoría del Pueblo, 2017) (E, Díaz, comunicación personal, 21 de 

mayo de 2019). 

     Como se ha esbozado en el presente apartado, factores particulares del contexto 

internacional (como la guerra contra el terrorismo, en Uribe; y el fracaso de la guerra contra 

las drogas, en Santos), junto a las apuestas particulares de cada gobierno (seguridad 

democrática y proceso de paz), han sido los aspectos que han contextualizado la reciente 

reorientación de las políticas de drogas ilícitas y de cultivos ilícitos en el país.  
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5.2. Limitaciones del redireccionamiento de la  sustitución de cultivos en 
Colombia 

     Pese a que la perspectiva del gobierno de Juan Manuel Santos constituyó un intento por 

democratizar el tema de las drogas y de los cultivos ilícitos, y se perfiló como la solución 

estructural que requiere la problemática del narcotráfico en Colombia, no puede 

desconocerse que son varias las limitaciones que obstaculizan lo propuesto por este 

gobierno. En el presente apartado se mencionarán cinco limitaciones específicas con las que 

cuenta el redireccionamiento de la política de drogas ilícitas y de la sustitución de cultivos 

de uso ilícito en el país: 

     Como el tema de las drogas ilícitas responde a una problemática de carácter 

transnacional, el primero de los obstáculos con los que se encuentra un gobierno que 

pretende cambiar de enfoque en la política antinarcóticos es con una toma de decisiones que 

no depende enteramente de su ideología o programa de gobierno, sino que obedece a la 

política internacional. Esta última, por ejemplo, obliga a medir los resultados de la lucha 

contra las drogas en términos del número de hectáreas sembradas, y esto supone una 

limitación importante para la sustitución de cultivos, en tanto sus resultados apuntan más al 

largo plazo. Además, la reorientación del tema de las drogas ilícitas encuentra como 

limitación la inercia burocrática, la rigidez de los sistemas judiciales y toda una estructura 

institucional -no sólo a nivel internacional, sino también en el nivel nacional- que ha 

emergido en medio del tradicional enfoque prohibicionista, por lo que un cambio de 

paradigma desafía un andamiaje difícil de derribar (Tickner y Cepeda, 2011). 

     En segundo lugar, en lo que respecta a la sustitución de cultivos, una de las principales 

limitaciones que enfrenta es la débil capacidad institucional para garantizar el buen 

funcionamiento de los programas en los territorios. Al momento de implementar el PNIS, 

como lo mencionan Eduardo Díaz (2019) y Claudia Paola Salcedo (2019), se manifestó que 

la capacidad del Estado es limitada para los retos del pos acuerdo, tras la dificultad que 

implica garantizar la cobertura de las instituciones en la totalidad del territorio y brindar 

condiciones de seguridad óptimas tanto para las comunidades, como para los mismos 
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funcionarios del gobierno (C, Salcedo, comunicación personal, 14 de mayo de 2019) (E, 

Díaz, comunicación personal, 21 de mayo de 2019). 

     Como la capacidad de respuesta institucional ha sido lenta y ha presentado dificultades 

en el marco del pos acuerdo, la sustitución de cultivos se ha encontrado con una tercera 

limitación, encabezada por el auge de nuevos actores armados, carteles del narcotráfico y 

disidencias que se disputan el control territorial en zonas donde tenía presencia la 

desmovilizada guerrilla de las FARC (P, Barriga, comunicación personal, 18 de marzo de 

2019). Esto ha estado ligado al asesinato sistemático de líderes sociales defensores de los 

procesos de sustitución de cultivos, al asesinato de desmovilizados y al hostigamiento de 

funcionarios de las Naciones Unidas y del gobierno nacional (E, Díaz, comunicación 

personal, 21 de mayo de 2019). 

     La cuarta limitación que obstaculiza el tema de la sustitución en Colombia es el aumento 

de las áreas con cultivos ilícitos. Según Eduardo Díaz (2019), cuando el PNIS empezó su 

implementación, lo hizo en medio de un crecimiento exponencial de los cultivos, lo cual 

puso al programa a encarar una situación que no dependía enteramente de él, recibiendo, 

además, la presión proveniente de la comunidad internacional y de los contradictores a nivel 

nacional. Alrededor del aumento de los cultivos, se ha mencionado que obedece, por una 

parte, al incentivo perverso que motivó a los campesinos a aumentar las áreas sembradas de 

hoja de coca para recibir los beneficios que planteaba el Acuerdo de Paz; y por otra parte, a 

la caída del precio del oro, a partir de la que se reubicaron los capitales de la minería ilegal 

hacia los cultivos ilícitos (E, Díaz, comunicación personal, 21 de mayo de 2019). 

     La última limitación que encara el redireccionamiento de la política de drogas y de 

cultivos ilícitos es, sin duda, el cambio de gobierno. El pasado 7 de agosto de 2018 se dio 

inicio al periodo presidencial de Iván Duque, gobierno perteneciente al sector político del 

uribismo, declarado como el principal contradictor del proceso de paz. Esta nueva 

administración no identifica como necesario el cambio de paradigma de la lucha contra las 

drogas, por lo que  la reorientación del enfoque de las drogas ilícitas y su continuación es, 

hasta el momento, incierta. En contravía del gobierno de Juan Manuel Santos, y como 
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producto del aumento de los cultivos ilícitos en el país21, en el gobierno en curso se ha 

promovido el debate para retornar a la política de la erradicación forzada por medio de la 

aspersión aérea con glifosato, pese a las declaraciones que han realizado diversos sectores 

frente a los riesgos para la salud y el medio ambiente. En referencia a la sustitución de 

cultivos, uno de sus principales obstáculos ha sido la alternancia de gobierno, dado que su 

implementación en la actualidad ha sido vista de forma subsidiaria y no se ha manejado bajo 

los preceptos que motivaron su creación en el Acuerdo de Paz. 

     Las anteriores limitaciones demuestran la dificultad de alcanzar en Colombia el 

redireccionamiento de la política contra las drogas ilícitas que pretendía lograr el gobierno 

anterior. No sólo en el escenario internacional, sino también a nivel interno se presentan 

barreras que obstaculizan el cambio de paradigma, por lo que el rumbo de la lucha contra 

las drogas en Colombia no es más que un panorama colmado de incertidumbre.  

6. Conclusiones 
     Para finalizar la presente investigación se plantea una conclusión en tres frentes: el 

primero, aborda el tema de la guerra contra las drogas en Colombia y su evidente fracaso; el 

segundo, se concentra en el desarrollo alternativo y la evolución de la sustitución de cultivos 

ilícitos en el país; y el tercer y último, apunta al tema específico del redireccionamiento de 

la política de drogas ilícitas en el gobierno de Juan Manuel Santos. 

 
     En primer lugar, es pertinente concluir que Colombia ha estado inmersa en la guerra 

contra las drogas desde los años setenta y como país productor ha tenido que implementar 

políticas, en su mayoría de carácter prohibicionista y represivo, tendientes a reducir las 

áreas de cultivos ilícitos, sin que esto se haya traducido en la salida al problema del 

narcotráfico en el país. Contrariamente, el enfoque tradicional de corte prohibicionista, 

propio de la guerra contra las drogas, ha centrado sus esfuerzos sobre los eslabones más 

débiles de la cadena del narcotráfico, identificados como: los consumidores y los 

productores, lo cual ha repercutido en la profundización de las condiciones de 
                                                
21 El área bajo cultivo de coca en Colombia alcanzó la cifra más alta jamás registrada con 171,000 hectáreas 
durante 2017 (Simci, 2018) 
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vulnerabilidad de los actores con el menor nivel de incidencia real sobre el negocio de las 

drogas ilícitas.  

 
     Además, el involucramiento de Colombia en la guerra contra las drogas ha contado con 

una particularidad y es el conflicto armado interno. Este último, ha presentado vínculos con 

el narcotráfico y ha vuelto aún más compleja para la institucionalidad la búsqueda de una 

solución que articule los dos fenómenos. En medio de la implementación de la política 

antinarcóticos en el país, lejos de contribuir a reducir las dinámicas del conflicto y poner  fin 

a los cultivos ilícitos, ha tenido lugar la vulneración de los campesinos cultivadores por 

cuenta, no sólo de la confrontación con los grupos armados al margen de la ley, sino de la 

confrontación del mismo Estado con las comunidades en sus intentos por implementar 

políticas de erradicación de cultivos ilícitos. A raíz de esto, puede concluirse que la guerra 

contra las drogas ha funcionado como un dinamizador del conflicto en los territorios 

afectados por los cultivos de uso ilícito en Colombia, lo cual ha impactado en la 

vulnerabilidad de las comunidades, pero no en el debilitamiento del narcotráfico. Los 

esfuerzos de la política antinarcóticos no han llegado a combatir la economía de las drogas 

ilícitas, en tanto se ha logrado diversificar, tecnificar y adaptar a las condiciones de la 

economía global, manteniéndose como un negocio ilegal robusto. 

 
     De esto se concluye, también, que la guerra contra las drogas ha fracasado como 

herramienta para contrarrestar el tema de las drogas ilícitas a nivel mundial, porque desde 

sus inicios ha estado acompañada de presiones morales, ha asumido la postura reduccionista 

según la cual atacando la oferta se reduce la demanda de drogas, y ha estado atada a la 

concepción de las drogas como una amenaza contra la que es necesario librar una guerra. El 

caso de Colombia permite pensar que la tradicional guerra contra las drogas es un 

planteamiento obsoleto, puesto que ya no es necesario abordar el tema de las drogas desde 

la perspectiva de la guerra y en una lógica de confrontación, sino desde la superación del 

enfoque prohibicionista y la ampliación del debate, incluyendo aspectos como la regulación, 

la despenalización, e incluso, la legalización de las drogas.  
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     Evidentemente, se requieren alternativas que, por una parte, involucren el tema de los 

derechos humanos y la salud pública, y por otra, concentren sus esfuerzos en los eslabones 

más fuertes del narcotráfico y no en los más vulnerables y con menor capacidad de agencia 

sobre la economía ilegal de las drogas. En el marco de este debate, que propende por un giro 

en la política de drogas y un cambio de paradigma, Colombia -por lo menos en el gobierno 

de Juan Manuel Santos- se perfiló como uno de los países con mayores iniciativas de 

cambio, luego de haber implementado políticas prohibicionistas por varias décadas, 

asumiendo altos costos ambientales y sociales, sin alcanzar realmente la desarticulación de 

las estructuras del narcotráfico. No obstante, la transformación que requiere la lucha contra 

las drogas en Colombia está atada: primero, a la ideología del gobierno de turno y su 

percepción frente a las drogas ilícitas; segundo, a la falta de autonomía de Colombia para la 

toma de decisiones en lo que a política de drogas se refiere, por estar en medio de un 

fenómeno de carácter transnacional y por haber adoptado los preceptos de la política 

internacional; y tercero, a la inercia burocrática y escasa posibilidad de flexibilización del 

andamiaje institucional existente, que fue construido sobre la base prohibicionista de la 

tradicional guerra contra las drogas. 

 
     En segunda instancia, en cuanto a la evolución de la sustitución de cultivos ilícitos en 

Colombia se puede concluir que esta estrategia de lucha antinarcóticos, desde que fue 

adoptada en el país alrededor de los años ochenta, ha tenido que coexistir con la 

erradicación de cultivos en una condición de complementariedad e incluso de 

subordinación. La simultaneidad en la implementación de ambas estrategias ha suscitado 

una serie de dificultades gracias a la ausencia de coordinación entre los diferentes 

organismos encargados de las fumigaciones y de los procesos de sustitución de cultivos, lo 

cual ha repercutido en la falta de legitimidad del Estado en las zonas con cultivos ilícitos y 

en el fomento de la confrontación con las comunidades involucradas en este fenómeno. 

 
     Adicionalmente, el repaso cronológico de la evolución de la sustitución de cultivos en 

Colombia evidencia que esta estrategia ha estado inscrita dentro del desarrollo alternativo. 

Este último, ha despertado una discusión por cuenta de la falta de una definición precisa, lo 

cual ha posibilitado un sinnúmero de interpretaciones. Al ser el desarrollo alternativo 
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un  concepto maleable, los gobiernos han tenido la posibilidad de aplicarlo en sus propios 

términos y, por lo menos en Colombia, ha tendido a concebirse únicamente en virtud del 

tránsito de lo ilegal a lo legal. Se ha pretendido que brindando a los campesinos alternativas 

productivas lícitas, estos logran transitar al marco de la legalidad, y cambiando un cultivo 

por otro dejan de contribuir a las economías ilegales, alcanzando así la reducción de la 

oferta de materia prima de drogas ilícitas. Bajo esta concepción reduccionista sobre la que 

se ha implementado el desarrollo alternativo en Colombia, ha sido evidente la falta de una 

concepción integral del Estado, al desconocer las particularidades territoriales de las zonas 

con cultivos ilícitos, primando la estigmatización del campesino cocalero -concebido como 

un delincuente y criminal al servicio de las estructuras del narcotráfico-, implementando 

políticas de forma impositiva y de arriba hacia abajo -sin ningún tipo de concertación con 

las comunidades-, y pasando por alto las causas estructurales sobre las cuales ha emergido 

el problema de los cultivos ilícitos en Colombia. 

 
     Respecto a este último aspecto, es importante concluir que la forma en que se ha 

aplicado el desarrollo alternativo en Colombia -por lo menos antes del gobierno de Juan 

Manuel Santos- ha desconocido que la existencia de los cultivos ilícitos en el territorio no 

obedece únicamente a la necesidad de encontrar alternativas productivas legales para los 

campesinos cultivadores, sino que responde a aspectos como: la presencia diferenciada del 

Estado; la  incapacidad estatal de proveer bienes y servicios a los sectores más apartados de 

la ruralidad; la falta de acceso, uso y formalización de la tierra, así como la falta de acceso a 

mercados; la ocupación descontrolada del territorio nacional y la ampliación de la frontera 

agraria; y las complejas características geográficas del territorio nacional. 

 
     En este orden de ideas, resulta importante reconocer que los factores que han propiciado 

los cultivos ilícitos en el territorio son también los que han originado el conflicto armado 

interno de larga duración que ha enfrentado Colombia. Por lo tanto, puede concluirse que 

los cultivos ilícitos y el conflicto armado mismo, son la muestra de la crisis del sector 

agrario en el país, y de un Estado que no ha contado con las capacidades suficientes para 

hacer presencia a lo largo del territorio nacional. Entonces, si se resuelven las causas 

estructurales que han originado los cultivos ilícitos, se estaría contribuyendo, en parte, a la 
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terminación del conflicto armado en Colombia. Como los cultivos ilícitos y el conflicto 

armado se encuentran estrechamente vinculados, su nexo es evidente y desconocer su 

relacionamiento sería negar una parte de la historia reciente del país. 

 
     Por último, para dar por finalizado el presente trabajo de grado es pertinente señalar, 

también, que en medio de la evolución de la sustitución de cultivos en Colombia, el 

gobierno del presidente Juan Manuel Santos representa un punto de inflexión de gran 

relevancia pues plantea la reorientación de la política de drogas ilícitas en el marco de unas 

negociaciones de paz. De la experiencia de este último gobierno se concluye: 

 
      En primer lugar, que el desarrollo alternativo -en su concepción tradicional de tránsito a 

la legalidad- es una estrategia insuficiente al no abordar las condiciones estructurales sobre 

las cuales emerge el problema del narcotráfico en Colombia. Por lo que es necesario 

contrarrestar el problema de los cultivos ilícitos desde la perspectiva del desarrollo rural con 

enfoque territorial, de forma que se alcance la cobertura del Estado en la totalidad del 

territorio y se generen las condiciones de sostenibilidad e integralidad requeridas para la 

transformación territorial. 

 
     En segunda instancia, del gobierno Santos se concluye, también, que los cultivos ilícitos 

pueden resolverse en una lógica de cooperación y no de confrontación, para lo cual, el 

Estado debe buscar el fortalecimiento de la participación de las comunidades presentes en 

las áreas con cultivos ilícitos, a fin de recobrar la legitimidad que el Estado ha perdido por 

implementar políticas de erradicación en las zonas marginadas de la ruralidad colombiana. 

 
     Además, se puede concluir que el redireccionamiento de la política de drogas y de 

cultivos ilícitos en el país estuvo vinculado a la intersección entre: un debate internacional 

con expectativas de cambio de paradigma basado en el reconocimiento del fracaso de la 

lucha contra las drogas; y un panorama a nivel nacional donde aflora, por una parte,  la 

aceptación del conflicto y de sus víctimas, y por otra, la iniciativa de consolidar la paz en 

los territorios. 
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     De igual manera, de esta reorientación se infiere que encasillar el tema de las drogas 

ilícitas en el tema de la seguridad, como lo han hecho los anteriores gobiernos siguiendo el 

enfoque prohibicionista tradicional, es limitar el espectro de las posibles soluciones que 

puede tener este fenómeno mundial. De acuerdo a esto, el redireccionamiento de la política 

de drogas ilícitas no es más que una apuesta por democratizar el debate frente a la guerra 

contra las drogas. Tanto a nivel internacional, promoviendo la discusión del cambio de 

paradigma en escenarios de cooperación regional; como a nivel nacional, planeando 

conjuntamente con las comunidades cultivadoras las transformaciones requeridas para los 

territorios con cultivos ilícitos, generando confianza y recobrando la legitimidad del Estado 

en las regiones, valorando el conocimiento local del territorio proveniente de las mismas 

comunidades y promoviendo espacios de participación y concertación, con miras  a otorgar 

al campesino cocalero, históricamente estigmatizado, el rol de ciudadano inmerso en un 

Estado social de derecho. 

 
     Para terminar, es fundamental recalcar que la sustitución de cultivos ilícitos en 

Colombia, en el marco de la guerra contra las drogas, ha evolucionado hacia un 

redireccionamiento que plantea un cambio de enfoque en materia de drogas ilícitas pero que 

cuenta con unas limitaciones que obstaculizan su ejecución, encabezadas por: el cambio de 

gobierno, la rigidez de las instituciones destinadas a la política antinarcóticos, la presión 

internacional frente al aumento de los cultivos ilícitos, el debate frente al regreso de la 

aspersión aérea con glifosato, y la debilidad institucional propia del Estado colombiano. 

Limitaciones que ponen en peligro la continuidad de este proceso de reorientación y 

vislumbran el riesgo de un posible retroceso para Colombia en materia de drogas y cultivos 

ilícitos. 
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8. Anexos 

8.1. Entrevista grupal – Pablo Barriga y Jorge Martín – Funcionarios de 
la Agencia de Renovación del Territorio – Marzo 18 de 2019 

 
1. ¿Cómo es el proceso de articular los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial 

(PDET) y el Plan Nacional Integral de Sustitución de Cultivos (PNIS)? 
 
Pablo Barriga: El origen de estos temas es el Acuerdo de Paz y la Reforma Rural Integral, 
entonces, sin bien hacen parte de puntos distintos, el punto 1 y el 4, también se menciona 
que el punto 4, donde se encuentra el PNIS, es uno de los componentes de la Reforma 
Rural Integral, del punto 1. Una de las variables para la elección de los municipios PDET 
era la presencia de cultivos de uso ilícito, además de la baja presencia institucional, altos 
índices de violencia y alto impacto por parte del conflicto. Esto, entendiendo que el tema de 
los cultivos ilícitos pasa por la ruralidad, entonces pensar una reforma rural sin tener en 
cuenta el tema de los cultivos era negar parte de la problemática. Bajo ese contexto de los 
acuerdos, se tiene la noción de ligar el tema de cultivos ilícitos, no sólo como una economía 
ilegal, sino como un tema de desarrollo regional y rural. 
 
Los PDTS son programas de desarrollo que buscan, de manera participativa, generar una 
transformación estructural de los territorios, involucrando el programa de sustitución, 
buscando no sólo pasar de un tipo de plantación a otra, es decir, de lo ilegal a lo legal, sino 
atacar otras causas de tipo estructural. A diferencia de otros planes, el PNIS es un programa 
integral que busca una economía legal para los territorios, acompañada de otros 
componentes con una visión territorial, tal y como lo plantea el PDET. Estos dos procesos 
deben articularse porque tienen coincidencias en la planeación participativa y no valdría la 
pena hacerlo dos veces, por duplicidad y desgaste. 
 
Jorge Martin: Este ejercicio de planeación supone muchísimos retos para las instituciones, 
porque es un proceso participativo que no tiene precedentes en la historia de la política 
pública colombiana. Llegar a 170 municipios en los que tradicionalmente confluyen estas 
circunstancias y pretender hacer un proceso de planeación participativa, fue también un 
proceso de constante aprendizaje. Vale la pena destacar que el enfoque que tiene el PDET 
es de carácter territorial y el enfoque del PNIS es poblacional. Esto quiere decir que 
tenemos dos visiones de planeación, lo cual supone muchísimos retos, en términos de 
participación, de liderazgo, y de la organización y gestión de las mismas iniciativas que van 
surgiendo de las comunidades.  
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2. ¿Cómo va esta implementación? 
 
Jorge Martín: El proceso de planeación participativa de los PDETS finalizó exitosamente, 
en un número específico de municipios donde se logró la articulación en todos los niveles, 
nacional y territorial. Como todos los procesos, existen asuntos por mejorar y resolver pero 
destaco la cuestión participativa.  
 
Pablo Barriga: En términos de los avances que se han producido y que han guardado su 
fidelidad a lo que está en los acuerdos, sin duda los PDETS son la bandera que se tiene en 
estos momentos. Fue un despliegue institucional bastante difícil porque implicaba ir a 
zonas donde por primera vez llegaba el Estado, y no desde un componente militar, sino 
como parte de un proceso de política pública. Poder llegar a regiones sometidas al 
aislamiento y discutir con las comunidades sobre su territorio, constituye una de esas 
pequeñas victorias, que si bien no son suficientes o determinantes, son una prospectiva de 
lo que puede llegar a ser. Es una victoria para el Estado poder llegar a donde nunca lo había 
hecho, los avances no se pueden medir sólo en lo tangible, sino en otro tipo de 
relacionamiento político y social desde el Estado con los territorios. 
 
Por el lado de la sustitución, de parte de las comunidades han sido muy altos los índices de 
cumplimiento, pero no han tenido la misma retribución por parte del Estado. Desde las 
instituciones el cumplimiento ha sido más bajo, se ha retrasado la asistencia alimentaria y 
técnica, y el tema de la seguridad ha dificultado mucho el proceso. Quienes cumplieron 
arrancando la hoja de coca, por cuenta de las demoras del Estado, están enfrentando no sólo 
la falta de sustento, sino graves condiciones de inseguridad en sus territorios. Esto, a la luz 
de los debates de hoy en día sobre el uso del glifosato, aun cuando los informes de la ONU 
muestran que los índices de resiembra son mucho menores con la sustitución voluntaria.  
 

3. ¿Cómo ha sido la aceptación por parte de las comunidades frente a los PDTES y el 
PNIS? 

 
Jorge Martín: Frente a la recepción de las comunidades, hay de todo, hay comunidades que 
tienen un esquema de organización mucho más fuerte y sólido que otras, en el cual sus 
liderazgos reconocen mucho más rápido los conceptos y la finalidad del ejercicio; así como 
también hay otras en las que los ejercicios de pedagogía debe ser mucho más incisivo. Lo 
que destacaría es el grado de desconfianza que existe por parte de las comunidades cuando 
llegan los funcionarios públicos a trabajar este tipo de instrumentos es muy alto frente a las 
promesas incumplidas de gobiernos anteriores. También, la población asume que los 
funcionarios de la ART son representantes del Estado mismo y reclaman lo que nunca se 
les ha brindado en términos de provisión de bienes y servicios. Además, hemos encontrado 
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sorpresas en el ejercicio comunitario, nos hemos encontrado con líderes comprometidos, 
serios y asumiendo gran responsabilidad hacia sus comunidades.  
 
Pablo Barriga: Este proceso generó nuevos liderazgos y nuevas participaciones, esto fue 
satisfactorio porque se necesita un relevo generacional para poder dar continuidad y dar una 
visión de largo plazo a esos liderazgos, eso fue algo muy bueno. También había discusiones 
muy fuertes a partir de la desconfianza, las comunidades se preguntaban por qué esta vez sí 
iba a funcionar. 
 
Referente al PNIS, la percepción que se tuvo en un principio puede ser muy distinta a la 
que se tenga actualmente. Al inicio la percepción fue muy positiva, es  un programa que 
esta teniendo a una visión distinta que fue muy bien aceptada, ya cuando se da el proceso 
de implementación, empiezan a haber incumplimientos la percepción va cambiando. Una es 
la percepción del programa, que es buena, y otra es la percepción del cumplimiento del 
programa, no lo es tanto. Desde las comunidades siempre se ha pedido que se cumpla el 
acuerdo de paz, la percepción empieza a variar en cuanto a lo operativo. 
 

4. ¿La aceptación del conflicto armado en Colombia, como producto de la Ley 1448 
de 2011, influye en la adopción de políticas distintas frente a cultivos ilícitos? 

 
Pablo Barriga: Lo que hace la aceptación del conflicto es abrirnos una puerta para muchas 
cosas. En este caso, por ejemplo, para pasar de ese paradigma en el que se veía a los 
cultivos desde una mirada muy represiva, a dar una nueva mirada al tema de los cultivos en 
el país en el plano de la concertación. Entonces, marca un hito importante y se enmarca en 
un contexto mundial donde todo el mundo se está dando cuenta que la guerra contra el 
narcotráfico no ha funcionado. Es evidente que después de décadas, el problema de las 
drogas ilícitas es cada vez más grande, tanto en el consumo como en la producción. Si 
comparamos el narcotráfico de la era de Pablo Escobar, este correspondía a una economía 
un poco mas rudimentaria, hoy en día el narcotráfico es una economía global que se ha 
tecnificado y que ha evolucionado a la par del sistema financiero, siendo una de las 
economías que mejor se ha logrado anclar al mercado mundial.  
 
Entonces, la aceptación del conflicto y además esa nueva mirada mundial sobre el tema de 
drogas, hacen que Colombia se ponga en esa misma sintonía. La aceptación del conflicto es 
empezar avanzar y darle una mirada diferente a ese conflicto, se abren muchas puertas. Se 
abre la puerta a que demos una nueva mirada ya no basada en la criminalidad, sino a 
aceptar que el narcotráfico es un problema que hace parte de una dinámica social mucho 
más grande. Sí hay un cambio a partir de eso. Si este hito de la aceptación del conflicto no 
estuviera enmarcado en el contexto mundial, se limitaría un poco.  
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Jorge Martin: El reconocimiento del conflicto armado no ha sido un impedimento para que 
el gobierno adelante acciones a favor de esas comunidades, hablo puntualmente para el 
caso de las víctimas. Con el reconocimiento lo que cambia es la forma como se utilizan las 
actividades que ya venían estando orientadas a las víctimas, sin ser reconocidas 
formalmente. En la ley 1448 no hay una relación directa con el tema de los cultivos, pero ni 
los cultivos son una consecuencia del conflicto ni allí en la ley se están identificado los 
cultivos como un elemento conductor en el tema de víctimas.  
 

5. ¿En qué se diferencia la actual política de sustitución de cultivos frente a las 
anteriores que se han implementado en Colombia? 

 
Jorge Martín: Parte de la integralidad y está centrado en la solución de un problema que ha 
estado vinculado al conflicto armado de una manera estructural. Ese es un cambio 
importante en el abordaje de una problemática que no estaba explícita en la misma 
concepción del conflicto armado.  
 
Pablo Barriga: Está relacionado con los paradigmas, por ejemplo en el Plan Colombia es 
evidente la injerencia de los Estados Unidos, con su mirada represiva, sobre la política de 
drogas. En el gobierno Santos el tema de la sustitución estuvo en el marco de las 
discusiones mundiales sobre un cambio de mirada. Hay una nueva visión que ya no pone la 
centralidad del problema en los cultivos en sí, sino en las condiciones que han generado que 
históricamente prosperen las economías ilícitas, como la baja presencia del Estado, la 
incapacidad de los campesinos para desarrollar otro tipo de economía, etc.  
 

8.2. Entrevista Claudia Paola Salcedo – Ex Directora para la Sustitución 
de Cultivos Ilícitos de la Presidencia de la República – Mayo 14 de 
2019 

 
1. ¿Qué pasa con los programas de desarrollo alternativo del gobierno Uribe, como 

Familias Guardabosques y Proyectos Productivos, una vez Juan Manuel Santos 
llega a la presidencia? 

 
R/ Con el presidente Uribe se implementa la estrategia de la consolidación de los territorios 
y en el 2016 aproximadamente, ya en el gobierno Santos, empieza el cierre de esta 
estrategia y se vuelve la Dirección de Gestión Territorial, perteneciente al Departamento de 
Prosperidad Social. Esta Dirección se liquida y toda la parte administrativa pasa a formar 
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parte de la Agencia de Renovación del Territorio, esto coincide con la firma el Acuerdo de 
Paz. En consolidación territorial estaba el Programa Contra Cultivos Ilícitos PCI, y desde 
allí se implementaba el programa de Familias Guardabosques, este no ha sido un sólo 
programa, sino una de las tantas estrategias que se han tenido de desarrollo alternativo en el 
país. 
 
En el gobierno Santos se mantuvo el programa de Familias Guardabosques, pero tratando 
poco a poco de ir evolucionando, partiendo de todas las lecciones aprendidas que han 
dejado los distintos modelos de desarrollo alternativo que se han implementado. Esto 
transitó hacia el PNIS, con la estrategia de sustitución de cultivos. Desde el Ministerio de 
Justicia, cuando se aportó para el Acuerdo de Paz, se realizó la revisión de los antecedentes 
de la implementación de Familias Guardabosques y de experiencias internacionales.  
 

2. ¿Qué debería entenderse por desarrollo alternativo? 
 
R/ Nosotros trabajamos en la evolución de ese concepto, porque el desarrollo alternativo 
conceptualmente ha tenido varias críticas. No se trata de cambiar un cultivo por otro, que es 
lo que siempre se ha entendido por desarrollo alternativo y así fue Familias Guardabosques. 
Lo que intentamos hacer con el PNIS fue partir de que el desarrollo, más que alternativo, 
debe ser un desarrollo territorial que genere sostenibilidad e integralidad. Por eso en el 
Acuerdo de Paz se habla tanto de la transformación del territorio para generar desarrollo, no 
de un desarrollo alternativo para que a través de este se genere el cambio, se necesita 
transformar los territorios a través de la integralidad para que haya desarrollo y a partir de 
esto se de el cambio de lo ilícito a lo lícito. 
 
El concepto de desarrollo alternativo tiene que evolucionar, y evolucionó con el PNIS. Hoy 
la posición del gobierno es volver a un desarrollo alternativo tradicional, este generaba 
contención y para eso se creó, por eso se implementaba en territorios donde había coca, 
pero la focalización y aplicación era donde no estaban propiamente los cultivos ilícitos. 
Entonces, una de las condiciones para que entrara el gobierno con una oferta de desarrollo 
alternativo era que los territorios no tuvieran sembrada coca, para que ahí se sembrara el 
cultivo lícito, se generara contención y el cultivo ilícito no pasara al resto del territorio. Así 
se implementó por décadas. 
 
Ahora, el desarrollo alternativo novedoso es uno sostenible e integral, y así fue como lo 
trabajamos. Además, es importante saber que el desarrollo alternativo es un concepto, no de 
Colombia, sino que está plasmado dentro de las convenciones internacionales y es un 
concepto muy básico basado en cambiar un cultivo ilícito por uno lícito. Colombia lo que 
hizo fue promover un enfoque mucho más territorial. 
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3. ¿Por qué en Colombia el desarrollo alternativo no se ha privilegiado sobre otras 

estrategias existentes para enfrentar cultivos ilícitos? 
 
R/ Porque el desarrollo alternativo siempre se vio como una estrategia de lucha contra las 
drogas, que es una de las fallas en las que está incurriendo este gobierno. El desarrollo 
alternativo no debería verse como una estrategia de lucha contra las drogas, porque no es 
suficiente. Por más de que se le inviertan muchos recursos, es insuficiente porque si no hay 
una transformación y un desarrollo rural, más que uno alternativo, resulta muy pequeño 
frente a las otras estrategias de la lucha contra las drogas como la erradicación forzosa o la 
aspersión. No pueden ser comparables, pero siempre ha sido así, han estado en la misma 
categoría. Uno de los errores que tuvimos, a mi parecer, fue equipararla. Caímos otra vez 
en el error de equiparar al desarrollo territorial como una estrategia de lucha contra las 
drogas, y en el Acuerdo de Paz no logramos quitar el lenguaje de “solución definitiva” al 
tema de las drogas y de los cultivos. Ni el desarrollo alternativo ni el PNIS es la solución 
definitiva a los cultivos. Si logramos la transformación del territorio, como un todo y no 
como un pedazo, eso es lo que va a significar una verdadera solución al fenómeno de los 
cultivos ilícitos.  
 

4. ¿Cuáles han sido las limitaciones de los programas de sustitución de cultivos 
anteriores al Acuerdo de Paz? 

 
R/ Primero, es un tema presupuestal, a pesar de que se han invertido muchos recursos al 
desarrollo alternativo, nunca es suficiente. Todas las críticas que ha tenido el PNIS por lo 
costoso, demuestran que esta estrategia requiere de gran cantidad de recursos, y es costosa 
justo por las aristas que lleva alrededor. El desarrollo alternativo no es la sustitución de un 
cultivo ilícito por uno lícito, es un tema de mucha más complejidad relacionado al 
desarrollo territorial, al desarrollo rural y a la participación ciudadana. 
 
Si el desarrollo alternativo no es incluyente, tendrá cada vez más limitaciones. Lo que 
hicieron con el desarrollo alternativo tradicional fue limitarlo a un modelo de negocio que 
sólo se basaba en brindar a los campesinos unas líneas productivas de cacao, café, palma, y 
otras, determinadas por el gobierno. 
 
Desde el PNIS se dio la libertad a los campesinos de decidir y elegir el producto por el que 
sustituirían, esto nunca lo dimensionamos, trajo unas complejidades enormes que hoy son 
lecciones aprendidas. A pesar de todas las complejidades, yo hoy considero que ese es el 
camino, el problema no es del PNIS y no es del campesino, se trata de fortalecer el 
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Ministerio de Agricultura y bajarlo al territorio. De eso se trata el desarrollo territorial y 
rural. 
La limitación del desarrollo alternativo es que es una estrategia limitada. Si tu implementas 
una estrategia tan limitada en territorios tan complejos, no se generará ningún tipo de 
cambio. 
 

5. ¿Por qué en el Acuerdo de Paz existió un punto destinado a las drogas ilícitas? 
 
R/ El narcotráfico y el conflicto han permeado al país durante décadas, el narcotráfico ha 
sido el combustible del conflicto y es muy difícil desligarlos. Estuvo en el Acuerdo de Paz 
porque hemos sido el principal productor de hoja de coca durante décadas, somos uno de 
los países con más experiencias en atacar ese fenómeno, y es uno de los pilares centrales 
del conflicto. En los distintos periodos presidenciales se ha manejado de manera distinta, 
con Uribe y con Pastrana se dio la narcotización del conflicto, sin reconocer que el 
conflicto está rodeado de muchísimas otras cuestiones sociales, comunitarias, y 
económicas. 
 

6. ¿Cuáles son los obstáculos que debe enfrentar un país como Colombia si se 
pretende cambiar de enfoque en la política de drogas ilícitas? 

 
R/ De acuerdo a como se maneja el tema de las drogas en la comunidad internacional es 
muy difícil llegar a generar incidencia. Al momento de enfrentarse a temas como la 
regulación, la despenalización, el cannabis medicinal y la legalización, los pasos que se dan 
son muy pequeños. Este carácter reformista de la política de drogas encuentra muchos 
tropiezos, porque hay obstáculos económicos, religiosos y políticos muy fuertes. Hablar de 
reformas y de políticas más incluyentes, de derechos humanos y de salud publica se ve 
obstaculizado porque aún prima el enfoque de la seguridad. Como país, al día de hoy, los 
pequeños pasos que se alcanzaron a dar en el gobierno anterior los hemos retrocedido.  
 

7. ¿El desarrollo alternativo puede considerarse como una herramienta útil para 
construir paz en los territorios? 

 
R/ Sí, tenemos experiencias como la de Tailandia, donde a través del desarrollo alternativo 
se generó paz en el norte del país, está también el caso de Bolivia y Perú. En Colombia en 
algunos territorios ha ayudado, por ejemplo, a ser la punta de lanza para entrar a territorios 
demasiado complejos, donde el Estado no hace presencia y donde la conflictividad social y 
económica es altísima. Por ejemplo, el PNIS fue una estrategia que ayudó a generar paz y 
desarrollo en zonas donde está el corazón de la coca, ayudó a que otras instituciones del 
Estado pudieran entrar a zonas complejas.  
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En zonas de Putumayo,  el PNIS se volvió todo el Estado. La gente reclamaba instituciones, 
vías, infraestructura. El PNIS llegó a asumirse como el Estado, y este programa nunca 
pretendió ser el Estado, sino una estrategia que ayuda a la transformación del territorio 
donde hay cultivos.  
 

8. ¿Se puede decir que la lucha contra las drogas ha profundizado el conflicto en 
Colombia? 

 
R/ Sí, lo que hemos hecho es una guerra a costa de todo, de muerte de campesinos, de 
soldados. La forma en la que se ha implementado ha sido errónea porque después de 
décadas seguimos siendo el primer productor de coca del mundo. 
 

9. ¿Cómo se concibió el PNIS? 
 
R/El PNIS se concibió a través de acuerdos con las comunidades, por etapas. La primera 
consistió en la generación de acuerdos colectivos, donde todo el territorio y todos los 
actores dentro del mismo estuvieran de acuerdo en que tenían derechos al momento de 
vincularse dentro de un programa de gobierno, pero también deberes, como el de arrancar 
los cultivos y sustitur la coca, contribuyendo a la transformación territorial. Esta primera 
fase fue bastante difícil porque en los territorios no existe confianza hacia las instituciones, 
en los territorios no creen en un Estado social de derecho, ni en el gobierno, y al estar 
inmersos en una cultura de la ilegalidad, los campesinos no creen en su derecho a la 
participación.  
 
En la primera etapa se tuvo que construir confianza con las comunidades para poder 
generar los acuerdos colectivos, señalando que todos tienen responsabilidad y todos pueden 
contribuir a la transformación territorial. Así se fue estableciendo la participación de un 
sector que ha sido estigmatizado y criminalizado durante toda la vida. Ya después, en 
algunos territorios el fomento de la participación se nos salió de las manos, pues mucha 
gente estaba intentando acogerse al programa. 
 
En el Acuerdo de Paz no está específico cómo debe implementarse el programa, todo son 
generalidades, entonces cada vez que se adelantaban cada una de las fases, tocaba 
reinventarse. Muchas cosas que están en el acuerdo, en el momento de ir al territorio no se 
pueden aplicar, cada cosa teníamos que ir inventándola. 

Después vino toda la etapa de acuerdos individuales, esto consistía en sentarse con el 
cultivador a hacer un contrato. Ya teniendo las familias vinculadas a través de muchas 
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instancias de participación, venía todo el proceso productivo. Este iniciaba con una 
asistencia técnica que se pensó de una forma distinta a la asistencia técnica tradicional del 
ministerio de agricultura. Era una asistencia mucho más territorial, personalizada y 
concertada para generar unos diagnósticos rurales participativos. El programa se concibió 
muy participativo. Después de la asistencia técnica, seguía el proceso de la seguridad 
alimentaria básica, y el proyecto productivo, acompañado de una forma integral, concertada 
y participativa.  

10. ¿Qué se puede esperar del PNIS en el nuevo gobierno? 
 
R/ En el actual gobierno el PNIS está siendo ejecutado de manera mecánica, no de la 
misma forma como fue pensado. El gobierno está tratando de hacer cumplir los acuerdos a 
los que llegamos, pero de manera diferente. 
 

8.3. Entrevista María del Pilar Barbosa – Subdirectora de Participación 
de la Agencia de Renovación del Territorio – Mayo 15 de 2019 

 
1. ¿Qué debería entenderse por desarrollo alternativo? 

 
R/ La apuesta que fue llevada a La Habana no fue centrada en el desarrollo alternativo, sino 
en el desarrollo integral, como una apuesta que hiciera sostenibles todas las acciones de 
sustitución de cultivos de uso ilícitos. Debería abordarse desde la integralidad, se requiere 
abarcar zonas completas donde está el problema de los cultivos. Se debe trascender los 
programas asistencialistas y generar procesos más sostenibles, donde el Estado garantice 
los bienes y servicios necesarios para que las apuestas productivas que vayan a 
contrarrestar esa economía ilícita, sean incluyentes y de verdad transformen el territorio y 
perduren en el tiempo. Entonces el desarrollo alternativo se debería enfocar en la 
integralidad y en la presencia del Estado en las zonas.  
 

2. ¿Por qué en Colombia el desarrollo alternativo no se ha privilegiado sobre otras 
estrategias para combatir los cultivos ilícitos? 

 
R/ Esto tiene que ver con la concepción de cada gobierno, hace falta una política de Estado 
que haga que trascienda en los gobiernos una misma idea de cómo superar el problema. De 
acuerdo a la ideología de cada gobierno se ha montado la estrategia y la política. Nosotros 
pasamos de tener esquemas de erradicación forzosa e intervencionistas, propios de una 
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visión de seguridad nacional, a un intento de abordar el tema de los cultivos como un 
asunto de desarrollo rural, como producto del Acuerdo de Paz. 
 
Duramos mucho tiempo viendo el problema de los cultivos ilícitos como un tema de 
seguridad, con todo lo que ello implica: judicialización de campesinos, una lucha frontal 
con uso de la fuerza contra cultivos y, por ende, con cultivadores. Luego entendimos que la 
manera de hacer sostenible una solución al problema era con la voluntad de los que estaban 
directamente involucrados, aunque no se ha llegado a consolidar la idea de que por ahí es el 
camino. 
 

3. ¿El desarrollo alternativo puede ser concebido como una herramienta útil para 
construir paz en los territorios? 

 
R/Yo no lo veo tan centrado en el desarrollo alternativo, pero sí en el desarrollo integral. Si 
yo de verdad garantizo superar unas condiciones, mejorar la calidad de vida de las personas 
y garantizar  seguridad, nadie se metería a cultivar coca porque habrían otras opciones. 
Álvaro Balcázar siempre lo ha dicho, esto se trata es de territorios con derechos, no 
deberíamos hablar de cultura de la ilegalidad, sino de ciudadanos reconocidos con 
derechos, no estigmatizados, y así es como se empiezan a generar otros relacionamientos en 
los territorios y llegan a garantizarse procesos de desarrollo.  
 

4. ¿Cuáles han sido las limitaciones de los programas de sustitución de cultivos 
anteriores al Acuerdo de Paz? 

 
R/ Todo demuestra que los programas de sustitución no llegaban a zonas donde se 
encontraba el nodo del problema. La sustitución no lograba llegar a los territorios por temas 
de seguridad. Era muy riesgoso llegar con programas de sustitución al corazón del 
problema. Por otro lado, una de las limitaciones fue la falta de una visión integral del 
Estado, pensar que se iba a solucionar el problema llevando semillas a los cultivadores, sin 
llevar la intervención del Estado que hiciera sostenibles los programas. Esto profundizó la 
desconfianza de las comunidades frente a las instituciones. Otra cosa es la idea de fijar 
nuestros indicadores en erradicar matas, esto promovía incentivos perversos en la fuerza 
pública y además la confrontación con las comunidades después redundaba en la resiembra. 
 

5. ¿Operativamente cómo funcionó el PCI? 
 

R/ El PCI, en su momento, focalizaba unas zonas, llegaban a municipios, convocaban a 
unas grandes reuniones a nivel municipal, a las cuales asistía la gente involucrada con 
cultivos de coca y se firmaban unos compromisos. Luego el PCI se venía con eso a Bogotá, 
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acá se depuraba, organizaba y preparaba una lista y luego focalizaba veredas donde iban a 
inscribir a la gente, y entraban las Naciones Unidas a verificar. La condición para poder ser 
parte de estos programas era que los campesinos garantizaran zonas libres de cultivos para 
que el Estado pudiera llegar con los proyectos productivos, se establecía la condición de 
cero coca para poder entrar. 
 

6. ¿Cómo fue el tránsito de una política de consolidación a una de transformación 
territorial? 

 
R/ La estrategia de la consolidación era muy liderada por el Ministerio de Defensa, tenía 
una connotación concreta de seguridad, la filosofía detrás era la presencia dura militar. En 
el gobierno de Juan Manuel Santos se realiza una revisión estratégica a partir de la que se 
comprende que la consolidación, como fue planteada, no es del todo sostenible. Consolidar 
zonas desde el punto de vista militar no basta para resolver los conflictos. Gracias a Sergio 
Jaramillo se comienza a pensar que hay que llegar a hacer algo más a los territorios aparte 
de garantizar la seguridad, como por ejemplo llegar con la oferta del Estado. La concepción 
de reconstrucción era la apuesta por el restablecimiento de la presencia del Estado, tenía 
que ver con la integralidad de las instituciones, con garantizar derechos a la ciudadanía y 
con la provisión de bienes y servicios.  
 

7. ¿Por qué en el Acuerdo de Paz existió un punto destinado a las drogas ilícitas? 
 
R/ Esto parte de la importancia de reconocer que la guerrilla ha tenido participación en el 
narcotráfico. No se podía negar que esa economía ilícita ha sido el combustible para 
financiar el conflicto armado y es un tema que tenía que abordarse. Se partió de la idea de 
que si se garantiza que actores que han estado involucrados en el narcotráfico contribuyan a 
la solución, se pueden lograr acciones más eficaces. Esto requirió que el gobierno aceptara 
que de su parte también han existido fallas, como la corrupción asociada al narcotráfico.  
 
Tras el acuerdo se planteó que a la Comisión de la Verdad le queda el compromiso expreso 
de ambas partes (Estado y FARC) de esclarecer cuál fue la relación que tuvo el conflicto 
armado con el narcotráfico.  
 

8. ¿Cuáles son los obstáculos que debe enfrentar un país como Colombia si pretende 
cambiar el enfoque de política de drogas? 

 
R/ Yo le veo dos aristas: la internacional y la territorial.  
La forma en que Colombia se sitúa en el debate internacional es un asunto que depende de 
los gobiernos y de sus ideologías respecto al problema de las drogas. El presidente Santos 
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en la Cumbre de las Américas puso la primera piedra para promover el debate de drogas, 
pero la visión del gobierno actual es mucho más reduccionista frente a este tema. 
 
Otro gran obstáculo es el territorial, que implica saber coordinar la aplicación de las 
políticas en las regiones. Una gran falla ha sido no lograr combinar garrote y zanahoria, por 
ejemplo la erradicación forzosa muchas veces fumigó encima de los cultivadores con los 
que el mismo gobierno había llegado a acuerdos. Uno de los grandes obstáculos es la falta 
de coordinación y sinergia institucional.    
 
Entre las dos aristas existe otro obstáculo y es el marco jurídico, tanto internacional como 
nacional, que rige el tema de las drogas ilegales. Por ejemplo en el Acuerdo se propuso la 
figura del tratamiento penal diferencial para los cultivadores, pero esto no ha tenido 
desarrollo y son varias las ataduras jurídicas que lo limitan. 
 

8.4. Entrevista Eduardo Díaz- Ex Director del Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos PNIS – Mayo 21 de 2019 

1. ¿Qué debería entenderse por desarrollo alternativo? 
 
R/ Lo primero que debo aclarar es que el concepto del desarrollo alternativo fue 
desarrollado en la lógica de los viejos programas, como Familias Guardabosques, en donde 
había una concepción que está implícita en el programa de Consolidación, que es la 
semaforización, en la que había unas zonas rojas, amarillas y verdes. Entonces lo primero 
que procedía era la recuperación militar del territorio, después había una fase donde 
entraban unas primeras entidades y cuando se había logrado recuperar ese territorio, 
entraban  los programas de desarrollo alternativo, o de Consolidación, o Familias 
Guardabosques, procurando generar alternativas de producción a quienes habían estado 
atrapados en la lógica de los cultivos de carácter ilícito. 
 
El PNIS, Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos, es una cosa totalmente 
distinta porque es parte de un Acuerdo de Paz, y eso cambia totalmente la lógica. 
Corresponde al punto 4 de un acuerdo que implica, además de la desmovilización de la 
guerrilla, la transformación de los territorios afectados por la guerra. Este punto (el punto 4) 
es el que hace referencia a la lucha contra las drogas, desde un concepto integral que no 
solamente tiene que ver con el tema de la sustitución. En el acuerdo el tema de los cultivos 
ilícitos se ve, no desde la lógica de los programas de desarrollo alternativo, sino en la lógica 
de la transformación de la vida de regiones enteras que han estado atrapadas en los cultivos 
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ilícitos por efecto de la guerra, siendo territorios cooptados por la misma, donde la 
presencia del Estado ha sido muy débil.  
 
En consecuencia, es a partir de una presencia masiva del Estado para todos los ciudadanos 
de los territorios, tengan o no cultivos, que se desarrolla el punto 1 de la Reforma Rural 
Integral, y dentro de ese concepto está la sustitución de cultivos, bajo una estrategia integral 
sobre el tema de las drogas, que ya no es la guerra contra las drogas convencional que fue 
lanzada por los Estados Unidos, sino que surge de una concepción muy distinta que tiene 
que ver con 3 ejes estructurales:  
 

1. Pasar de la confrontación con los campesinos -dejar de considerarlos unos 
delincuentes- para pasar a cooperar con ellos en la transformación, en cuanto que  
su condición de cultivadores tiene origen en  la ausencia de una reforma agraria y en 
la marginalidad de los territorios donde residen, donde, además, hay presencia de 
conflicto. 

2. Trabajar con los consumidores en la lógica de la salud pública. 
3. Atacar con una política muy fuerte el tema de las mafias y las redes de 

narcotraficantes. 
 
A la inversa de lo que es la lógica de la política tradicional, que a nivel internacional se ha 
venido propiciando, basada en atacar los sectores más débiles: productores y consumidores, 
con el Acuerdo de Paz se cambia la postura del gobierno colombiano y se intenta llegar 
ante las Naciones Unidas a promover una nueva visión, como es el caso de UNGASS 2016. 
 
En el acuerdo no se trata de un desarrollo alternativo, sino del desarrollo de regiones, se 
trata es de transformar los territorios marginados y aislados, donde la presencia de los 
cultivos ilícitos es la manifestación del atraso, la marginalidad y la guerra. No es un tema 
de cambiar un producto por otro, es cambiar la vida, la economía y eso involucra no sólo a 
los campesinos que siembran, involucra a los campesinos que no siembran, involucra a los 
comerciantes del territorio, a los transportadores, al territorio en general. La sustitución de 
cultivos no es sino un aspecto más de la gran transformación de los territorios. Entonces, es 
un concepto totalmente distinto, es un desarrollo territorial.   
 

2. ¿Cuál es la diferencia de la sustitución de cultivos ilícitos antes y después del 
acuerdo? 

 
R/ En el plan Familias Guardabosques lo primero era sacar a los guerrilleros, consolidar 
militarmente la presencia del Estado en los territorios, era una transformación sobre la base 
de una acción militar. Aquí es una transformación del territorio sobre la base de un Acuerdo 
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de Paz, es pasar de la confrontación a la cooperación. Por eso mientras yo estuve en el 
PNIS yo trabajaba de la mano de la gente las FARC, esa es la primera diferencia. 
 
Otra diferencia es que es participativo, si bien hay acuerdos individuales, las decisiones son 
colectivas. El programa de sustitución PNIS en el gobierno Santos solamente tuvo 14 
meses de vida, muy poco tiempo. El programa es un producto del Acuerdo de Paz y tiene 
una estructura de gerencia, donde se crean unas instancias de participación en las que 
intervienen las comunidades, las organizaciones campesinas, y voceros de la 
reincorporación en la orientación del programa. Está construido a partir de la concertación, 
a nivel nacional, regional y local. En los otros programas no era así, la sustitución sobre la 
base de la participación marca una diferencia inmensa.  
 

3. ¿Cuáles son los obstáculos que debe enfrentar un país como Colombia si se 
pretende cambiar de enfoque en la política de drogas? 

 
El primer obstáculo es entender que el campesino no es un criminal, que está incurso en un 
comportamiento delictual catalogado por nuestro código penal como tal, pero no por ello el 
campesino es delincuente. Por eso es que el Acuerdo de Paz establece el tratamiento penal 
diferencial, que no se ha desarrollado. 
 
Lo segundo es entender que este es un problema no del país sino del mundo, que eso se 
dice mucho pero poco se aplica. Cómo es posible que el mayor consumidor de droga del 
mundo se otorgue el derecho de certificarnos o descertificarnos, es un absurdo que este país 
determine quién está luchando bien o mal contra las drogas, cuando ellos no hacen nada en 
su país. Esto es un problema que involucra a la comunidad internacional y la solución está 
en la comunidad internacional. Por eso el presidente Santos propuso la conferencia de 
UNGASS, es un cambio de paradigmas que está por producirse, aún no se ha producido, 
hay que producirlo y esa es una batalla dificilísima porque hay muchos intereses de por 
medio, económicos y políticos. 
  
De la misma manera, así como no hay que mirar al campesino como un delincuente, no hay 
que mirar al consumidor como un delincuente, por el contrario hay que enfrentar es a las 
redes de narcotraficantes, que son organizaciones y estructuras que están metidas con sus 
dineros en todo. Hay que mirar las cuentas de los bancos. El foco está en los más débiles y 
eso fue lo que se propuso en UNGASS, o si no vamos a terminar repitiendo la historia de 
una guerra que está perdida, que se perdió. 
 

4. ¿Por qué se dice que ha fracasado la guerra contra las drogas? 
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R/ Porque en los años ochenta, cuando el presidente Nixon declaró la guerra contra las 
drogas, toda la comunidad internacional se involucró en ella. Y el balance cuál es? En el 
mundo las drogas siguen siendo un problema. Entonces uno no puede hacer lo mismo, 
esperando resultados diferentes.  
 

5. ¿De qué manera el cambio de discurso de Uribe (amenaza terrorista) al del gobierno 
Santos (aceptación del conflicto y proceso de paz) influye en la política de drogas 
de Colombia? 

 
R/ Influye muchísimo porque la lógica de la amenaza terrorista es que este es un país en 
donde todo funciona bien, es como una especie de “todo está en orden pero hay unos 
descarriados, unos mal aconductados que tienen un plan narcoterrorista, entonces hay que 
someterlos”.  
 
El presidente Santos, en cambio, acepta que así como hay un fenómeno de narcotráfico que 
tenemos que superar, hay un conflicto armado interno relacionado a un problema político 
que no se ha resuelto y que ha llevado desde hace 60 años a una guerra, cuya solución no 
debe ser aplastar a los que están al márgen de la ley, sino producir un acuerdo político que 
permita superar el conflicto interno.  
 
En el caso de Colombia, además se le agregó otro tema: el tema de los cultivos ilícitos tiene 
mucho que ver con el fenómeno del conflicto interno, ha sido la principal fuente de 
financiación de unos y otros, los paracos, las guerrillas, los narcos, todos de lo mismo. 
Entonces la solución al problema de las drogas es parte de la solución del problema del 
conflicto, por eso el punto 4. El tema de los cultivos fue el gobierno el que solicitó que se 
incluyera en las negociaciones de La Habana, porque se considera que es parte de lo que 
nutre el conflicto. 
 

6. ¿El desarrollo alternativo puede ser concebido como una herramienta para construir 
paz en los territorios?  

 
R/ Si es una zona que está en conflicto y tú logras, por efecto de la acción militar, recuperar 
y hacer unos programas de desarrollo alternativo en el territorio, y después retiras la fuerza 
pública y vuelve la guerra, pues va a pasar lo que sucedió en La Macarena. Este Plan de 
Consolidación de la Macarena, en su momento fue mostrado como una cosa exitosa, pero la 
resiembra de coca más grande que hubo, tuvo lugar ahí. ¿Por qué? Porque no fue hecho 
sobre la base de la paz, es que la paz no es cambiar el cultivo, la paz es la presencia del 
Estado y la presencia del Estado es desarrollo en todos los frentes, democracia y la 
superación política del conflicto armado. Entonces es al revés, es en condiciones de paz 
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política que es posible empezar a hablar de sustituir, por eso la más importante oportunidad 
que ha tenido Colombia para sustituir los cultivos de uso ilícito es el Acuerdo de Paz. Si el 
acuerdo fracasa la probabilidad de que muchos de esos territorios regresen a la coca es 
evidente, pero eso supone una presencia masiva del Estado, incluyendo la seguridad y la 
presencia de una fuerza pública que esté del lado de la gente. 
 

7. ¿Cuáles son los obstáculos con los que ha contado el PNIS? 
 
R/ Muchos, el primer obstáculo que encontró el PNIS es, en mi opinión, que cuando se 
firma el Acuerdo de Paz, ya desde el 2014 se había hecho público el borrador del punto 4. 
En ese momento había 60 mil hectáreas de coca sembradas, y hay quienes dicen que haber 
hecho eso público con tanta antelación, pudo haber generado una expectativa perversa en 
campesinos que se dedicaron a sembrar, y parte del crecimiento de los cultivos tuvo que ver 
con la inoportuna publicación de lo acordado en la Habana, que todavía era un borrador no 
aprobado.  
 
Ese fue un primer obstáculo que se tradujo en que cuando el PNIS arranca, estamos en 
medio de un crecimiento exponencial de los cultivos y eso va en contra del PNIS, porque 
tiene que echarse sobre sus hombros un fenómeno que no depende de él. El crecimiento de 
los cultivos pudo haber tenido que ver con eso, o pudo haber sido por el efecto de la caída 
del precio del oro, hay quienes dicen que a raíz de la caída del precio del oro, se reubicaron 
los capitales de la minería ilegal hacia los cultivos. 
 
Lo otro es que a medida que el proceso de paz avanzaba, las bandas de narcotraficantes, no 
se quedaron cruzadas de brazos esperando a ver qué pasaba, sino que empezaron a 
presionar estos territorios donde estaban las FARC retirándose. Entonces, todas estas 
circunstancias gravitaron en contra del PNIS, en la medida en que cuando arranca en mayo 
de 2017, estamos hablando de que ya hay un aproximado de 170 mil o 180 mil hectáreas, 
mientras que cuando el PNIS se diseñó había 44 mil hectáreas sembradas. Esto fue, de 
entrada, un gran obstáculo. 
 
El segundo obstáculo tiene que ver con los territorios donde entra el programa, en los que 
prima la desconfianza, la informalidad y el comportamiento ilegal. Son territorios donde 
mucha gente ni siquiera tenía cédula de ciudadanía, donde el Sisbén muy poco había 
llegado, la ley del orden era sobre la base del uso de las armas, no había una civilidad, y 
donde el Estado ha tendido a ver a las comunidades como enemigos. Lo que hacía el Estado 
era bombardear a estas poblaciones con glifosato, cuando no con bombas, a todos los 
calificaban de guerrilleros, los falsos positivos, etc. Ellos nos miraban como enemigos, lo 
cual no era algo de menor cuantía, superar esto fue muy importante. Cuando logramos que 
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la gente apoyara la sustitución fue una victoria inmensa, porque eso fue construído sobre la 
esperanza, la confianza, y ahí radica la importancia de que fuera un proceso participativo. 
 
El tercer obstáculo fue la falta de preparación interinstitucional, la capacidad de respuesta 
institucional fue muy lenta, de parte de todos, incluídos nosotros, con todo y que fuimos los 
primeros que entramos en el territorio, la punta de lanza del acuerdo fue el PNIS. Entonces, 
todo el peso de los problemas recaía sobre nosotros y nuestra capacidad de resolución era 
muy limitada. No hubo ese acompañamiento de todas las demás entidades porque el Estado 
no estaba preparado para eso. No nos habíamos preparado lo suficientemente bien para 
responder rápido, mucho menos en lo concerniente a la seguridad, entonces empezaron los 
asesinatos, las disidencias y ahí se aparece la cuarta dificultad. 
 
En estos territorios rápidamente empezaron a hacer presencia grupos armados que se 
enfrentaron al programa de sustitución, pues veían en el programa y en la paz un obstáculo 
a sus intereses. Por esa razón, iniciaron persiguiendo a los funcionarios de las Naciones 
Unidas, a los funcionarios nuestros, empezaron a asesinar líderes y nos complicaron la 
situación. 
 
El quinto obstáculo es la no solución de los problemas de tierras, es decir, la falta de 
presencia institucional fuerte. Los PDETS se empezaron a formular muy tarde, siendo que 
debieron empezar al tiempo con nosotros. Eso se suma a que cuando la paz se firma a los 
18 meses ya el gobierno de Santos no estaba, entonces necesariamente había que actuar 
rápido, todo se demoró mucho y nos ganaron las elecciones. 
 
Un obstáculo que se suma es el cambio de gobierno. 
 

8. ¿Qué se puede esperar en el nuevo gobierno? 
 
R/ Yo soy un pesimista, creo que la única respuesta que hay que dar es con la movilización 
de los ciudadanos y de los campesinos, hay que salir a las calles para que respeten el 
acuerdo. Claro, sin violencia, pero en mi opinión eso es lo que hay que hacer. 


